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I. INTRODUCCIÓN  

 

Esta tesis tiene por finalidad abordar dos objetivos principales: en primer lugar, analizar 

críticamente el Proyecto Inocentes, iniciativa instaurada por la Defensoría Penal Pública 

en el año 20131, y, en segundo término, explorar los mecanismos de reparación en Chile 

aplicables a las personas que, habiendo cumplido prisión preventiva, fueron 

posteriormente sobreseídas por su inocencia.  

 

El sistema de justicia penal cumple funciones determinadas bajo preceptos establecidos 

en cuerpos normativos, para resguardar los derechos humanos, garantías constitucionales 

y el debido proceso. No obstante, en ocasiones el sistema de justicia comete errores 

judiciales2. La preocupación radica en el daño ocasionado a quienes han sido condenados 

injustamente3, como también la privación de libertad indebida o excesivamente 

prolongada como medida cautelar4.  

 

En esta investigación se analizan 41 casos pertenecientes a Proyecto Inocentes, que 

involucra a personas que, cumpliendo periodos5 de prisión preventiva, fueron sobreseídas 

por inocencia. Este análisis empírico busca contribuir a un entendimiento más profundo 

de las deficiencias en el sistema de justicia penal y cómo sus consecuencias hacen necesaria 

la existencia de una reparación integral. 

 

Proyecto Inocentes es desarrollado por la Defensoría Penal Pública y se inspira en 

iniciativas similares en el derecho comparado como el Innocence Project de Estados 

Unidos6. Los casos que ingresan a Proyecto Inocentes son estudiados minuciosamente y 

seleccionados por el Comité Editorial del Proyecto Inocentes. A través del análisis de estos 

casos concretos esta iniciativa identifica las causas frecuentes que inciden en la privación 

de libertad de personas inocentes y propone posibles mejoras al sistema de persecución 

penal para prevenir la repetición de los errores. 

 

Esta iniciativa busca, a su vez, que “las personas injustamente involucradas en estos casos 

cuenten con un lugar de reconocimiento permanente y público de su inocencia”7, 

revelando sus historias a la sociedad y las respectivas falencias del sistema de persecución 

penal. Lo anterior es identificado como una forma de reparar simbólicamente el daño a la 

imagen que es provocado por una errónea imputación, ya que el paso por la cárcel trae 

                                                 
1     PROYECTO INOCENTES (2024): “Quiénes somos”, disponible en internet: 

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/5/353/introduccion [Fecha de consulta: 22 de agosto 2024]. 
2  CABELLO (2023): “no es posible la existencia de un sistema de justicia infalible, ni que se puedan evitar 

los errores, pero es indispensable que toda la sociedad debata sobre la falibilidad del sistema de 

enjuiciamiento criminal”, p. 117. 
3  DUCE (2022), p. 2. 
4  IBARRA (2014), p. 84. 
5  Se ha identificado que la duración del cumplimiento de prisión preventiva de las 41 personas respectivas 

a los casos que se analizarán fluctúa considerablemente, desde un mínimo de 3 días hasta un máximo de 

2 años y 6 meses.  
6  PROYECTO INOCENTES (2024), supra nota 1. 
7  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2023), p. 29. 

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/5/353/introduccion
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varias consecuencias, entre ellas los efectos de la estigmatización, pérdidas económicas, 

dificultades laborales, problemas de salud física y psíquica, entre otros.  

 

La Defensoría Penal Pública impulsa este proyecto dentro de un marco limitado en 

cuanto a su acción, por ello esta reparación es simbólica y no una reparación proveniente 

de la indemnización establecida en el art. 19 N° 7 letra i) de la Constitución Política de la 

República. Proyecto Inocentes generó los primeros reconocimientos a nivel nacional sobre 

inocentes privados de libertad indebidamente; sin embargo, los funcionarios, 

colaboradores y autoridades, reconocen que se debe avanzar urgentemente en estas 

materias.  

 

Respecto a la metodología de esta investigación, se combinan tres métodos: documental, 

empírico y dogmático. El método documental es usado para la recopilación y selección de 

documentos, en función de obtener y proporcionar al lector una visión clara y profunda 

de la composición de Proyecto Inocentes. El método empírico se emplea por medio de la 

técnica cualitativa de entrevistas en profundidad a funcionarios y colaboradores que 

forman parte de Proyecto Inocentes, posibilitando conocer a mayor cabalidad la 

organización interna, el funcionamiento y su implementación. A su vez, el método 

empírico incluye el análisis exhaustivo de 41 casos que forman parte de Proyecto 

Inocentes, seleccionados por sus materias y con el objetivo de identificar las motivaciones 

procesales por los que se decretó la medida cautelar de prisión preventiva y el posterior 

sobreseimiento por inocencia. El método dogmático es utilizado para comprender las 

fuentes formales nacionales e internacionales que rigen en Chile sobre la reparación a 

personas privadas injustamente de libertad, en función de presentar una discusión sobre 

la aplicación de la prisión preventiva y el sobreseimiento por inocencia al finalizar el 

procedimiento judicial.  

 

En cuanto a la estructura del texto, en la primera sección se analiza críticamente el 

Proyecto Inocentes en los siguientes ejes centrales: el origen de Proyecto Inocentes, la 

conformación del Comité Editorial, la organización interna del Proyecto, el 

financiamiento del Proyecto, el rol que cumple en la Defensoría Penal Publica, los 

convenios que se han llevado a cabo, el impacto de la implementación y las futuras 

proyecciones, y los reconocimientos que han apreciado al Proyecto. En la segunda sección 

se analizan los 41 casos de personas inocentes, que habiendo sido imputadas tuvieron la 

obligación de cumplir la medida cautelar más gravosa de nuestro sistema procesal penal, 

siendo luego sobreseídas por inocencia al término del procedimiento. Se identifican los 

motivos de la imposición de la medida cautelar, la extensión de esta y los motivos de 

sobreseimiento por inocencia. En la tercera sección se presenta una discusión relativa a la 

existencia de la reparación en Chile, las dificultades para que esta se efectúe, la posibilidad 

de aplicarla a las personas sobreseídas por inocencia que cumplieron prisión preventiva y 

la necesidad de ampliar la aplicación restrictiva de la reparación del art. 19 N° 7 letra i) 

de la carta fundamental. Al final de la investigación se formulan propuestas de mejoras y 

se presenta la conclusión. 
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II. PROYECTO INOCENTES DE LA DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA 

 

1. Rol de la Defensoría Penal Pública  

 

La Defensoría Penal Pública (DPP) es una institución estatal creada en el año 2001, en 

conformidad con la Ley N° 19.7188. Surge en el marco de la Reforma Procesal Penal, que 

transformó el procedimiento penal para reconocer las garantías esenciales de las personas 

que son objeto de persecución penal, y asegurar el debido proceso9. Siendo una de estas 

garantías el derecho a defensa10 que por consagración constitucional en el art. 19 N° 3 

“asegura a toda persona el acceso a la justicia, lo que implica el derecho a contar con un 

letrado que intervenga en la defensa de sus derechos”11. Se garantiza de esta manera al 

imputado por medio de dicha representación su intervención durante la tramitación, 

pudiendo desvirtuar la imputación, presentando alegaciones y rindiendo pruebas.  

 

La DPP cumple con la finalidad de entregar defensa jurídica penal a personas en situación 

de imputadas o condenadas en el marco del sistema procesal chileno12, sin discriminar el 

contexto cultural, étnico o económico del que provengan13. En el Mensaje presidencial de 

la creación de esta institución se menciona que las personas alcanzadas por el sistema 

penal generalmente pertenecen a niveles socioeconómicos más bajos, enfrentándose a no 

poder costear a un abogado, o que incluso disponiendo de recursos podrían no conseguir 

un profesional que lo represente14. Por estos motivos la prestación de asistencia jurídica 

de la DPP es gratuita, exceptuando a quienes puedan costear parcial o totalmente los 

aranceles de defensa penal15. Se delega en las y los defensores penales públicos la 

responsabilidad de salvaguardar los derechos e intereses de sus representados, asegurando 

el acceso a la justicia, protegiendo su dignidad, los derechos fundamentales y la aplicación 

de los principios del debido proceso16.  

                                                 
8    Ley N° 19.718 (D.O. 10 de marzo de 2001), que crea la Defensoría Penal Pública. 
9     Mensaje del Presidente de la República de 6 de julio de 1999. Cuenta en Sesión 17ª, Legislatura 340, p. 

4.  
10   BLANCO, HUTT y ROJAS (2005), p. 264. 
11   Sentencia Rol 11674-21 del Tribunal Constitucional, 12 de enero de 2022. 
12    DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (s.f.): “Defensa Penal Pública”, disponible en: 

https://www.dpp.cl/pag/80/49/defensa_penal [Fecha de consulta: 19 de septiembre de 2024]. 
13   La DPP proporciona representación legal a niños, niñas y adolescentes, contando con un equipo de 

trabajo especializado bajo los criterios de la Convención de los Derechos del Niño. Proporciona defensa 

a personas de cualquier pueblo originario a nivel nacional por medio de profesionales especialmente 

capacitados, con la presencia de facilitadores interculturales, integrando los tratados internacionales 

tales como el Convenio N° 169 de la OIT, la Ley Indígena y las Reglas de Brasilia sobre acceso a la 

justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. También, velando por una justicia desde la 

perspectiva de género, ha instalado distintos modelos de defensa especializada a atención de mujeres y 

personas de las disidencias sexuales. A su vez, también ofrece defensa a personas inimputables por 

discapacidad psiquiátrica, defensa de personas extranjeras y migrantes, y defensa penitenciaria.  
14   Mensaje del Presidente de la República, 6 de julio de 1999), Cuenta en Sesión 17ª, Legislatura 340, p, 4. 
15   Art. 36 de la Ley N° 19.718.  
16    DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (s.f.): “La Defensoría”, disponible en: 

https://www.dpp.cl/pag/1/13/la_defensoria#:~:text=La%20Defensor%C3%ADa%20Penal%20P%C3

https://www.dpp.cl/pag/80/49/defensa_penal
https://www.dpp.cl/pag/1/13/la_defensoria#:~:text=La%20Defensor%C3%ADa%20Penal%20P%C3%BAblica%20fue,trav%C3%A9s%20del%20Ministerio%20de%20Justicia
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Las tareas de defensa ofrecidas por la DPP son realizadas por defensores institucionales 

de planta y defensores licitados. Ambos “prestan la defensa penal pública bajo los mismos 

estándares, sin que exista en la práctica una diferencia para el usuario destinatario de los 

servicios de representación jurídica.”17 En busca de dar una defensa efectiva y de calidad, 

los letrados de la institución son monitoreados y evaluados por controles de desempeño, 

teniendo que cumplir con los debidos estándares de defensa18, que incluyen aspectos de 

defensa técnica, atención de usuarios y de gestión19. Los monitoreos y evaluaciones 

corresponden a auditorías de carácter interno, efectuadas por la Unidad de Auditoría 

Interna de la DPP20, y de carácter externo, realizadas por empresas auditoras 

independientes que se postulan mediante concurso público y que son seleccionadas por el 

Defensor Nacional21.  

 

La DPP se organiza en una Defensoría Nacional, Defensorías Regionales y Defensorías 

Locales que están desplegadas a lo largo del país. La DPP materializa su misión, visión y 

objetivos estratégicos mediante el trabajo de todos los funcionarios22 que pertenecen a las 

Unidades y Departamentos de la institución, quienes cumplen con labores de diversa 

índole.  

 

2. Surgimiento del Proyecto Inocentes 

 

Entre 2011 y 2014, el abogado Georgy Schubert ejerció el cargo de Defensor Nacional de 

la DPP, cargo al que llegó después de haber sido Defensor Regional del Biobío y parte de 

la primera generación de defensores penales públicos. Schubert expresó su preocupación 

por la existencia de personas inocentes en las cárceles de Chile, por lo que se propuso 

revisar los posibles errores que podrían cometerse en el nuevo sistema penal23. En 2004 

tuvo la oportunidad de asistir a una charla sobre biotecnología dictada por Peter Neufeld, 

                                                 
%BAblica%20fue,trav%C3%A9s%20del%20Ministerio%20de%20Justicia [Fecha de consulta: 19 de 

Septiembre de 2024]. 
17   FARÍAS, FERNÁNDEZ, PASCUAL y ROJAS (2023), p. 102.  
18    DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (s.f): “Estándares de la defensa”, disponible en:  

https://www.dpp.cl/pag/74/293/estandares_de_la_defensa [Fecha de consulta: 19 de septiembre de 

2024]. 
19   Resolución Exenta N° 327, de 2024, Aprueba nuevos estándares básicos para el ejercicio de la Defensa 

Penal Pública, y deja sin efecto la Resolución N° 88 Exenta, de 2019.  
20    Resolución Exenta N° 506, de 2022, Aprueba actualización del Estatuto de la Unidad de Auditoría 

Interna de la Defensoría Penal Pública; y deja sin efecto resoluciones exentas N° 3225 del 26 de 

diciembre de 2008 y N° 858 del 24 de marzo de 2019. 
21  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (s.f.): “Estándares de la defensa / Auditorías Externas”, disponible en: 

https://www.dpp.cl/pag/104/296/auditorias_externas [Fecha de consulta:  25 de septiembre de 2024]. 
22    Cuando se hace referencia a todos los funcionarios, se alude a aquellos de diversas profesiones, tales 

como: periodistas, ingenieros, administradores públicos, contadores auditores, bibliotecóloga, 

arquitectos, psicólogos, trabajadores sociales, entre otros. Así como también los distintos cargos que 

ejercen ya sean Defensor Nacional, Defensores Regionales, Director Administrativo Nacional, Jefes de 

Unidades, profesionales, técnicos, administrativos, auxiliares, entre otros. 
23   DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2017), p. 50. 

https://www.dpp.cl/pag/1/13/la_defensoria#:~:text=La%20Defensor%C3%ADa%20Penal%20P%C3%BAblica%20fue,trav%C3%A9s%20del%20Ministerio%20de%20Justicia
https://www.dpp.cl/pag/74/293/estandares_de_la_defensa
https://www.dpp.cl/pag/104/296/auditorias_externas
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representante de Innocence Project, que para ese entonces ya había logrado proteger a 

personas inocentes de condenas injustas en Estados Unidos. Neufeld había analizado 

casos judiciales en los que se revisaron y anularon condenas gracias a los avances en los 

procesos de reconocimiento de ADN humano en la investigación criminal24. 

 

El ex Defensor Nacional sostuvo en ese entonces que “todos los sistemas tienen inocentes 

encarcelados”25. En su opinión, el sistema procesal penal “tampoco es infalible y reconocer 

este hecho es el punto de partida para una pregunta tan importante como la primera, ¿en 

qué estamos fallando?”26 Indagar la inquietante verdad sobre la existencia de inocentes 

injustamente privados de libertad motiva al ex Defensor Nacional a materializar un 

camino de autorreflexión, estudio e investigación institucional ante esta problemática. 

Por ello Schubert se propone durante su gestión institucionalizar un proyecto que “surgió 

para contribuir al estudio y visibilidad de casos concretos”27, impulsando el Proyecto 

Inocentes. 

 

3. Creación del Proyecto Inocentes  

 

Proyecto Inocentes es considerado como un nuevo proyecto de la DPP en 2013. Si bien la 

inspiración emana de Innocence Proyect de Estados Unidos, se adapta a la compleja 

realidad chilena28. Proyecto Inocentes se enfoca principalmente en personas que 

estuvieron injustamente encarceladas y persigue dos objetivos. El primero de ellos 

consiste en generar un espacio de “reparación a la imagen de las personas que han estado 

en prisión preventiva y luego no fueron condenadas por los delitos que se les 

imputaban”29. El segundo objetivo es formular recomendaciones a los intervinientes del 

sistema de justicia para no reiterar los errores que conllevan a una privación de libertad 

injusta30.  

 

Proyecto Inocentes tiene un gran desafío a nivel nacional, el cual es mejorar aquellas 

prácticas, hábitos y rutinas de los actores del sistema de justicia, dirigiéndose a “un plano 

de responsabilidad transversal de todos los actores del sistema”31, considerando un 

sistema completo y un problema de Estado. Por ello, los profesionales que hacen posible 

este proyecto institucional aportan continuamente al sistema, ayudando a identificar 

aquellos elementos recurrentes que configuran tales errores en el sistema de persecución 

criminal.  

                                                 
24   Idem. 
25   Idem.  
26   Idem.  
27   Ibid., p. 51. 
28   Entrevista a Alexis Matamala, Encargado de Comunicaciones de Proyecto Inocentes y Periodista de la 

Unidad de Comunicaciones y Participación Ciudadana de la DPP, 27 de septiembre de 2024 (citada con 

autorización). 
29   DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2023), p. 4. 
30   Idem. 
31   DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2017), p. 46. 
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Para cumplir el primer objetivo, Proyecto Inocentes difunde los casos que son admitidos 

por el Comité Editorial y así proporciona un espacio de reconocimiento público y 

permanente a personas injustamente implicadas en procesos penales, sobre su inocencia32. 

Para este fin se ha creado el sitio Web www.proyectoinocentes.cl, donde se difunde en 

primera instancia el caso. También, el equipo se encarga de dar a conocer estos casos a 

través de los medios de comunicación de la DPP mediante las redes sociales de la 

institución, revistas de la DPP y en actividades de difusión que se realizan directamente 

con la comunidad33.  

 

Respecto al segundo objetivo, el Comité Editorial luego de realizar procesos de 

verificación de los errores por los cuales se involucra a un inocente en una causa judicial, 

formula recomendaciones al sistema de justicia.  Proyecto Inocentes se conforma desde la 

perspectiva de corrección y mejoramiento de los procesos investigativos respecto a las 

instituciones encargadas del debido proceso y los procedimientos correspondientes, 

realizados por jueces, fiscales, defensores, policías y organismos auxiliares de justicia34. Se 

busca dar a conocer “ante la ciudadanía, el mundo académico y los operadores del sistema 

las principales causas de error en el proceso penal […] particularmente durante la 

investigación”35, pues en el sistema de persecución penal se pueden cometer errores que es 

necesario reparar.  

 

En el periodo en que la DPP estuvo dirigida por el Defensor Nacional, Carlos Mora, 

específicamente en el año 2022, se estableció la regulación interna del Proyecto Inocentes 

y el protocolo de regulación, aprobándose para tales efectos la Resolución Exenta N° 494 

del 14 de diciembre de 2022.  

 

4. Postulación e ingreso de causas a Proyecto Inocentes 

 

Las causas que ingresan al Proyecto Inocentes son causas de persecución penal sufrida 

por inocentes que fueron objeto de investigaciones judiciales indebidas y que estuvieron 

privadas de libertad. Lo anterior es la primera premisa a la que se enfrentan las personas 

que investigan sobre este proyecto y desean recurrir a la posibilidad de ingresar sus 

respectivas causas.  

 

Para el ingreso de causas, el equipo del Proyecto ha puesto a disposición de la ciudadanía 

una página Web de Proyecto Inocentes, donde se encuentra una sección llamada 

“Cuéntanos tu caso”. Allí se debe proporcionar información como: nombre completo, 

email, RUT del afectado, rol de la causa, teléfono y una descripción destallada sobre los 

                                                 
32   MINUTA PROYECTO INOCENTES (2023), p. 1.  
33   Idem. 
34   DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2023), p. 14. 
35   Ib., p. 101. 

http://www.proyectoinocentes.cl/
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antecedentes por los que se requiere ayuda. La información que allí se proporciona llega 

directamente a la Encargada Jurídica del Proyecto36.  

 

Como esta iniciativa se fundamenta en la cooperación y asistencia dirigida a las personas 

afectadas por el sistema de persecución penal, el equipo encargado accede a diversos 

medios de comunicación hacia los presuntos afectados. Las mismas personas que se 

postulan, los defensores públicos o los abogados particulares proporcionan los 

antecedentes. Dado que Proyecto Inocentes debe estudiar acabadamente los casos, éstos 

se postulan previo al ingreso formal a la iniciativa.  

 

Las causas de personas que estuvieron privadas de libertad y que se incorporan deben 

cumplir estrictamente con los siguientes criterios de identificación:  

 

a. Facultad de no perseverar del Ministerio Público. 

b. Ser el hecho no constitutivo de delito (art. 250 letra A del CPP) y cuando aparece 

claramente establecida la inocencia de la persona imputada (art. 250 letra B del CPP). 

En ambos casos, decretada por resolución firme y ejecutoriada.  

c. Absoluciones en las cuales quedó demostrada la causa de error que permitió la errónea 

privación de libertad.  

d. Condenados que resultaron absueltos o inocentes luego de que se acogiera un recurso 

de revisión a su favor.  

 

A su vez, se debe identificar por el Comité Editorial la(s) causal(es) de error, pudiendo ser:  

 

a. Identificación errónea. 

b. Declaración falsa. 

c. Falsa confesión. 

d. Error pericial o ciencia limitada. 

e. Conducta errónea de agentes del Estado. 

f. Conducta errónea del defensor. 

 

Deben cumplir con estos criterios de identificación y de error en que se incurrieron para 

que se diera curso a tal investigación, de esta manera se satisfacen altos estándares de 

irreprochabilidad sobre el error incurrido en la investigación. 

 

El estudio de estas causas “permite focalizar los problemas, concentrar estudios 

académicos y sirve de inspiración para la creación de estándares jurisprudenciales o 

iniciativas legales”37, tarea que, dentro de Proyecto Inocentes, ha realizado el equipo 

encargado y el Comité Editorial.  

 

                                                 
36   Entrevista a Francisca Eulufi, Encargada Jurídica de Proyecto Inocentes y Abogada del Departamento 

de Estudios y Proyecto de la Defensoría Nacional, 14 de noviembre de 2024 (citada con autorización).  
37   DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2017), p. 43. 
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5. Causas que forman parte de Proyecto Inocentes 

 

En la actualidad forman parte del Proyecto Inocentes 106 personas y sus respectivas 

causas, que cumplen con los criterios de identificación mencionados en la sección anterior. 

Cabe señalar que, de estas 106 personas, 16 están anonimizadas para efectos de resguardar 

su identidad. Proyecto Inocentes cumple con el compromiso de resguardar la identidad 

de las personas involucradas si así lo solicitan ya que cumplen con principios de 

confidencialidad y respeto a la privacidad de las personas.  

 

En la Figura N° 1 se informan los criterios de identificación y de error de las 106 causas 

que forman parte de Proyecto Inocentes, contabilizando las formas de término de las 

investigaciones y a los tipos de error que corresponden.  

 
  



11 

 

Figura N° 1. Causas del Proyecto Inocentes, según criterio de identificación y error 

Término Error Cantidad de causas 

Facultad de no perseverar: 

1. Identificación errónea 3 

2. Declaración falsa   

3. Falsa confesión   

4. Error pericial o ciencia limitada   

5. Conducta errónea de agentes del 

Estado 
  

6. Conducta errónea del defensor   

Subtotal 3 

Sobreseimiento por 

inexistencia del delito  

1. Identificación errónea   

2. Declaración falsa 5 

3. Falsa confesión   

4. Error pericial o ciencia limitada 1 

5. Conducta errónea de agentes del 

Estado 
3 

6. Conducta errónea del defensor   

Subtotal 9 

Sobreseimiento por inocencia 

1. Identificación errónea 22 

2. Declaración falsa 5 

3. Falsa confesión 1 

4. Error pericial o ciencia limitada  1 

5. Conducta errónea de agentes del 

Estado 
19 

6. Conducta errónea del defensor   

Subtotal 48 

Absolución  

1. Identificación errónea 8 

2. Declaración falsa 14 

3. Falsa confesión   

4. Error pericial o ciencia limitada 4 

5. Conducta errónea de agentes del 

Estado 
13 

6. Conducta errónea del defensor  4 

Subtotal  43 

Acción de Revisión  

1. Identificación errónea 2 

2. Declaración falsa   

3. Falsa confesión   

4. Error pericial o ciencia limitada   

5. Conducta errónea de agentes del 

Estado 
1 

6. Conducta errónea del defensor   

Subtotal  3 

Total 106 

Fuente:  Elaboración propia a partir de información proporcionada por DPP en virtud de solicitud 

de transparencia. 

 

Dos causas que forman parte de Proyecto Inocentes tuvieron como término de la 

investigación sobreseimiento definitivo por la causal a) y b) del art. 250 del CPP. Para 

efectos de exactitud, se contabilizaron dentro del total de causas de sobreseimiento por 

inocencia, y así evitar confusiones en el cálculo final de error de causas.  
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En la Figura N° 2 se exponen los períodos de prisión preventiva cumplido por los 

imputados inocentes registrados en las causas que forman parte en la actualidad de 

Proyecto Inocentes. Es importante tener en cuenta que, de los 106 casos, en 14 de ellos 

no se ha dado la situación de prisión preventiva pero sí de detención. 

 
Figura N° 2. Período de prisión preventiva en las causas del Proyecto Inocentes 

Término Tiempo de prisión preventiva Cantidad de causas 

Facultad de no perseverar 

1. No aplica   

2. Menos de 1 mes 1 

3. Entre 1 mes y 6 meses  2 

4. Entre 6 mes y 1 año    

5. Entre 1 año y 2 años    

6. Más de 2 años    

Subtotal  3 

Sobreseimiento por 

inexistencia del delito  

1. No aplica 4 

2. Menos de 1 mes 2 

3. Entre 1 mes y 6 meses  4 

4. Entre 6 mes y 1 año  1 

5. Entre 1 año y 2 años    

6. Más de 2 años    

Subtotal  11 

Sobreseimiento por 

inocencia 

1. No aplica 7 

2. Menos de 1 mes 22 

3. Entre 1 mes y 6 meses  11 

4. Entre 6 mes y 1 año  5 

5. Entre 1 año y 2 años  1 

6. Más de 2 años    

Subtotal  46 

Absolución  

1. No aplica 1 

2. Menos de 1 mes 8 

3. Entre 1 mes y 6 meses  12 

4. Entre 6 mes y 1 año  13 

5. Entre 1 año y 2 años  7 

6. Más de 2 años  2 

Subtotal  43 

Acción de revisión 

1. No aplica 2 

2. Prisión preventiva y cumplimiento 

de condena: 5 días prisión 

preventiva y 568 días cumplimiento 

de condena 

1 

Subtotal 3 

Total  106 

Fuente:  Elaboración propia a partir de información proporcionada por DPP en virtud de solicitud 

de transparencia. 
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6. Conformación del Equipo Encargado y función del Comité Editorial  

 

El Equipo Encargado y el Comité Editorial cumplen distintas funciones, que se relacionan 

entre sí, para el funcionamiento operativo y el cumplimiento de los objetivos del Proyecto 

Inocentes.  

 

El Equipo Encargado se compone de una Encargada Jurídica, que debe ser abogada/os 

de profesión y que en la actualidad es funcionaria del Departamento de Estudios y 

Proyectos de la DPP (Sra. Francisca Eulufi), y por un Encargado Comunicacional que es 

funcionario del Unidad de Comunicaciones y Participación Ciudadana de la DPP (Sr. 

Alexis Matamala).  

 

La Encargada Jurídica cumple la labor de estudiar los casos que se postulan y que podrían 

ingresar a Proyecto Inocentes al confeccionar una ficha38. En dicha ficha se menciona la 

individualización del imputado39, la duración de la privación de libertad, la causal de error 

propuesta, el resumen del caso con indicación de los hechos, la relación de las pruebas o 

antecedentes que demostraron su inocencia y la cronología de las audiencias o solicitudes 

de la causa desde su inicio a término40. La ficha es posteriormente presentada al Comité 

Editorial con siete días de antelación a la sesión en que se revisará el caso.  

 

En cuanto al Encargado de Comunicaciones, este profesional cumple las labores de 

difusión sobre los casos que forman parte del Proyecto en “medios de comunicación o en 

redes sociales a través de videos y fotografías, como también en actividades de difusión 

con universidades o la comunidad en general y en eso participa la Unidad de 

Comunicaciones y Participación Ciudadana.”41 Así mismo es el encargado de producción 

institucional de videos, entrevistas y reportajes. También es quien contacta a los medios 

de comunicación nacionales e internacionales para fines de Proyecto Inocentes42.    

 

                                                 
38   Entrevista a Alexis Matamala, 27 de septiembre de 2024 (citada con autorización).  
39   Francisca Eulufi, en la entrevista del 14 de noviembre de 2024, efectúa una mención referida a los datos 

personales que se les proporciona a los integrantes del Comité Editorial, indicando que “se les entrega 

información de las causas como por ejemplo las resoluciones […], hay informaciones que se tarjan para 

efectos de custodiar los datos personales, es información general de la causa o transcripciones de ciertas 

alegaciones que se pudieron haber hecho procesalmente, que también son material de discusión en las 

sesiones. Lo que se entrega en el fondo es material a los miembros del Comité y eso luego se destruye 

para evitar difusión de la información”.  
40   Resolución Exenta N° 494, de 2022, Establece regulación interna de Proyecto Inocentes de la Defensoría 

Penal Pública, su conformación, estructura, funciones y objetivos, y aprueba Anexo de Protocolo de 

regulación específica. 
41   Entrevista a Alexis Matamala, 27 de septiembre de 2024 (citada con autorización). 
42   Resolución Exenta N° 494, de 2022, Establece regulación interna de Proyecto Inocentes de la Defensoría 

Penal Pública, su conformación, estructura, funciones y objetivos, y aprueba Anexo de Protocolo de 

regulación específica. 
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Además, está el Comité Editorial, creado en 2012, es decir, un año antes de la 

institucionalización de la iniciativa nacional, con el objetivo de reunir casos emblemáticos 

que pudieran sostener y justificar la tesis que presentaba Proyecto Inocentes en Chile43. 

 

El Comité Editorial es “una instancia creada para el análisis de las principales materias y 

asuntos relacionado con los casos que son postulados desde todo el país.”44 Como se 

mencionó anteriormente, el Comité, a partir de las fichas elaboradas por la Encargada 

Jurídica, revisa, analiza, estudia y decide mediante votación si se aprueba o rechaza el 

ingreso de las causas. Las votaciones se efectúan en reuniones programadas para cumplir 

tales efectos.  

 

El Comité Editorial se compone de colaboradores internos, que son funcionarios de la 

DPP que cumplen sus funciones laborales en paralelo a las tareas que desempeñan en 

Proyecto Inocentes, y colaboradores externos, que pertenecen a otras instituciones a las 

cuales representan.  

 

En sus inicios hubo profesionales que por su especialización en las áreas que aborda 

Proyecto Inocentes y en ánimo de colaborar formaron parte del Comité Editorial. Sin 

embargo, el Defensor Nacional, Carlos Mora, cambió el modelo, tomando contacto con 

universidades para que colaboraran directamente en el Proyecto. En la actualidad los 

colaboradores externos participan en calidad de representantes de instituciones de 

educación superior, efectuándose para estos efectos un convenio45.  

 

Desde su creación han pertenecido al Comité Editorial destacados colaboradores46 que, 

cumpliendo sus funciones, han sido parte de la construcción de Proyecto Inocentes. 

Actualmente integran el Comité Editorial, el Defensor Nacional, el Sr. Leonardo Moreno, 

en representación de la Universidad Alberto Hurtado, el Sr. Mauricio Duce, en 

representación de la Universidad Diego Portales (aunque en la actualidad se desempeña 

como académico en la Escuela de Gobierno de la Pontificia Universidad Católica de Chile), 

el Sr. Rodrigo Ríos, en representación de la Universidad Finis Terrae, el Sr. Raúl 

Carnevali, en representación de la Universidad de Talca, el Sr. Felipe Abbott, en 

representación de la Universidad de Chile, y el Sr. Pablo Aranda, actual Jefe de la 

Departamento de Estudios y Proyectos de la DPP.  

 

  

                                                 
43   Entrevista a Alexis Matamala, 27 de septiembre de 2024 (citada con autorización). 
44   MINUTA PROYECTO INOCENTES (2023), p. 2. 
45    Entrevista a Alexis Matamala, 27 de septiembre de 2024 (citada con autorización). 
46  Algunos de los colaboradores y funcionarios fueron: Georgy Schubert, en sus funciones como Defensor 

Nacional y luego como académico de la Universidad Católica de la Santísima Concepción; Andrés 

Mahnke, en sus funciones como Defensor Nacional; Paulo Egenau, como psicólogo; María Eugenia 

Hofer, como socióloga; Sofía Libedinsky, en función de Jefa de Departamento de Estudios y Proyectos, 

entre otros.  
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7. Convenios y alianzas de Proyecto Inocentes  

 

Proyecto Inocentes ha buscado continuamente el apoyo de entidades públicas y privadas, 

en función de aportar a las necesidades de las personas que han sido afectadas por un 

proceso de investigación y privación injusta de libertad. Es por ello que los convenios y 

las alianzas que ha celebrado Proyecto Inocentes con corporaciones, fundaciones y 

universidades persiguen la ayuda de la especialidad a la que se dedican aquellos 

organismos en pro de aportar a la reparación y reinserción de los inocentes que forman 

parte de la iniciativa.  

 

Algunos de los convenios que ha celebrado la DPP para apoyar al Proyecto Inocentes son 

los siguientes: alianza con Fundación Pro Bono47, desde enero de 2016, y el convenio con 

la Corporación de Asistencia Judicial, desde diciembre de 202348. Ambos organismos 

brindan asesoría jurídica a personas que han sido privadas injustamente de su libertad y 

que forman parte del Proyecto Inocentes.  

 

Dado que la DPP cuenta con facultades restringidas y no puede llevar acciones judiciales 

que sobrepasen su misión, las organizaciones con las que ha suscrito alianzas o convenios 

reciben casos derivados por Proyecto Inocentes con la finalidad de presentar demandas 

de indemnización civil por errores judiciales en representación de las personas inocentes, 

que cumpliendo la medida cautelar más gravosa de nuestro sistema procesal, han sufrido 

graves perjuicios que conlleva el encarcelamiento indebido49.  

 

La DPP ha derivado a Fundación Pro Bono causas entre 2016 y 2023, habiendo sido dos 

causas que involucraron a tres personas que lograron indemnización por parte del Fisco50, 

al igual que la Corporación de Asistencia Judicial, que también logró el pago de una 

indemnización del Fisco51. 

 

También cabe mencionar el convenio de colaboración suscrito con Fundación Proyecto B 

en agosto de 202252. Esta alianza busca brindar oportunidades laborales “incluyendo 

                                                 
47  FUNDACIÓN PRO BONO (s.f.): “Fundación Pro Bono y Proyecto Inocentes”, disponible en:  

https://probono.cl/proyecto-inocentes/ [Fecha de consulta: 9 de octubre de 2024]. 
48   CORPORACIÓN DE ASISTENCIA JUDICIAL (s.f.): “Ministerio firma convenio para brindar asesoría jurídica 

a quienes han sido privadas de libertad siendo inocentes”, disponible en:  

https://www.cajmetro.cl/ministerio-de-justicia-y-ddhh-firma-convenio-de-colaboracion-para-brindar-

asesoria-juridica-a-personas-que-han-sido-privadas-de-libertad-siendo-inocentes/ [Fecha de consulta: 9 

de octubre de 2024]. 
49   Entrevista a Alexis Matamala, 27 de septiembre de 2024 (citada con autorización). 
50   DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2023), p. 115. 
51  MINUTA PROYECTO INOCENTES (2023), p. 6. 
52   PROYECTO INOCENTES (s.f.): “Fundación ‘Proyecto B’ Colaborará con la Defensoría brindando 

oportunidades laborales a inocentes que estuvieron en la cárcel”, disponible en:  

https://www.proyectoinocentes.cl/sala_prensa/noticias_detalle/190/fundacion-proyecto-b-colaborara-

con-la-defensoria-brindando-oportunidades-laborales-a-inocentes-que-estuvieron-en-la-carcel [Fecha 

de consulta: 9 de octubre de 2024]. 

https://probono.cl/proyecto-inocentes/
https://www.cajmetro.cl/ministerio-de-justicia-y-ddhh-firma-convenio-de-colaboracion-para-brindar-asesoria-juridica-a-personas-que-han-sido-privadas-de-libertad-siendo-inocentes/
https://www.cajmetro.cl/ministerio-de-justicia-y-ddhh-firma-convenio-de-colaboracion-para-brindar-asesoria-juridica-a-personas-que-han-sido-privadas-de-libertad-siendo-inocentes/
https://www.proyectoinocentes.cl/sala_prensa/noticias_detalle/190/fundacion-proyecto-b-colaborara-con-la-defensoria-brindando-oportunidades-laborales-a-inocentes-que-estuvieron-en-la-carcel
https://www.proyectoinocentes.cl/sala_prensa/noticias_detalle/190/fundacion-proyecto-b-colaborara-con-la-defensoria-brindando-oportunidades-laborales-a-inocentes-que-estuvieron-en-la-carcel
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preparación, capacitación, colocación y acompañamiento en el proceso de reinserción 

laboral”53, ya que los inocentes que pasan por las cárceles de Chile sufren de una fuerte 

estigmatización social que afecta directamente a sus posibilidades laborales, pues tienen 

dificultades para encontrar trabajos o reingresar a sus labores anteriores. Es por esto que 

la Fundación Proyecto B realiza aprestos laborales para las personas que se reinsertan en 

el área laboral, contribuyendo directamente a la preparación para un futuro laboral54.   

 

En el marco de las colaboraciones internacionales, en mayo de 2024 se celebró un acuerdo 

con Innocence Project Brasil55. Este convenio busca que ambas iniciativas realicen 

actividades en conjunto, además de intercambio de información. Se espera que puedan 

desarrollar proyectos de investigación, informes en derecho y análisis de jurisprudencia 

en materias de condena y encarcelamiento de inocentes.  

 

En agosto de 2024, la DPP se incorporó a la red internacional California Innocence 

Project56. La DPP forma parte de la Comisión a cargo de estudiar y evaluar los nuevos 

casos que ingresen a la red. Ello debiera permitir que se amplíe la mirada sobre los 

procesos de diagnóstico de inocencia y así conocer nuevas perspectivas de análisis y 

estudios de errores del sistema de investigación penal de Chile.  

 

El 3 de septiembre de 2024, en la conmemoración de los 11 años del funcionamiento de 

Proyecto Inocentes, realizado en la Universidad Andrés Bello (UNAB), se suscribió un 

compromiso que “permitirá que académicos y profesionales de esa casa de estudios, 

entreguen atención psicológica gratuita a las personas cuyos casos ya han sido 

incorporados a la plataforma de Proyecto Inocentes de la DPP”57. Una de las ventajas 

que trae consigo este compromiso es que “la clínica de atención psicológica tiene 

derivación a psiquiatras”58, cuyos tratamientos son necesarios para la condición 

psicológica que padecen las personas inocentes, tras haber pasado periodos traumáticos 

de privación de libertad. Este compromiso es un gran logro para Proyecto Inocentes, tras 

                                                 
53   Idem. 
54   Entrevista a Alexis Matamala, 27 de septiembre de 2024 (citada con autorización). 
55    PROYECTO INOCENTES (s.f.): “Defensor Nacional sella alianza con Brasil para evitar que personas 

inocentes sean encarceladas”, disponible en:  

https://www.proyectoinocentes.cl/sala_prensa/noticias_detalle/202/defensor-nacional-sella-alianza-

con-brasil-para-evitar-que-personas-inocentes-sean-encarceladas [Fecha de consulta: 9 de octubre de 

2024]. 
56  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (s.f.): “Proyecto Inocentes de la Defensoría Penal Pública ingresa a red 

internacional que busca exonerar a condenados injustamente”. Disponible en:  

https://www.dpp.cl/sala_prensa/noticias_detalle/14798/proyecto-inocentes-de-la-defensoria-penal-

publica-ingresa-a-red-internacional-que-busca-exonerar-a-condenados-injustamente [Fecha de 

consulta: 09 de Octubre 2024]. 
57  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2024): “La defensoría conmemoró once años de funcionamiento del 

Proyecto Inocentes”, disponible en: https://www.dpp.cl/sala_prensa/noticias_detalle/14928/la-

defensoria-conmemoro-once-anos-de-funcionamiento-del-proyecto-inocentes [Fecha de consulta: 15 de 

octubre de 2024]. 
58   Entrevista a Alexis Matamala, 27 de septiembre de 2024 (citada con autorización). 

https://www.proyectoinocentes.cl/sala_prensa/noticias_detalle/202/defensor-nacional-sella-alianza-con-brasil-para-evitar-que-personas-inocentes-sean-encarceladas
https://www.proyectoinocentes.cl/sala_prensa/noticias_detalle/202/defensor-nacional-sella-alianza-con-brasil-para-evitar-que-personas-inocentes-sean-encarceladas
https://www.dpp.cl/sala_prensa/noticias_detalle/14798/proyecto-inocentes-de-la-defensoria-penal-publica-ingresa-a-red-internacional-que-busca-exonerar-a-condenados-injustamente
https://www.dpp.cl/sala_prensa/noticias_detalle/14798/proyecto-inocentes-de-la-defensoria-penal-publica-ingresa-a-red-internacional-que-busca-exonerar-a-condenados-injustamente
https://www.dpp.cl/sala_prensa/noticias_detalle/14928/la-defensoria-conmemoro-once-anos-de-funcionamiento-del-proyecto-inocentes
https://www.dpp.cl/sala_prensa/noticias_detalle/14928/la-defensoria-conmemoro-once-anos-de-funcionamiento-del-proyecto-inocentes
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cinco años de conversaciones y reuniones del equipo con distintas instituciones, 

analizando las características de los programas y considerando las sedes a nivel nacional 

para el acceso a este servicio59.  

 

8. Financiamiento de Proyecto Inocentes 

 

Proyecto Inocentes forma parte de las tareas del Departamento de Estudios y Proyectos, 

en conjunto con la Unidad de Comunicaciones y Participación Ciudadana de la DPP. Por 

el momento el proyecto no cuenta con financiamiento extraordinario60.  

 

Dado que un principio esencial del derecho público establece que los organismos públicos 

sólo pueden hacer aquello que la ley expresamente les autoriza, es relevante analizar el 

marco establecido por la Ley N° 19.718, que crea a la DPP y establece sus atribuciones. 

Con el transcurso del tiempo suele ocurrir en las instituciones públicas que surjan ideas 

que se van incorporando en sus tareas y misiones institucionales. Eso es precisamente lo 

que ha sucedido en la DPP, al crear esta iniciativa que promueve los derechos de las 

personas que estuvieron injustamente privadas de libertad. Se estimó conveniente que el 

programa se radicara en el Departamento de Estudios y Proyectos, a pesar de no 

funcionar con un financiamiento específico, y cubrir sus costos con las partidas del 

Departamento de Estudios y Proyectos y de la Unidad de Comunicaciones y 

Participación Ciudadana61.  

 

Proyecto Inocentes no cuenta con un presupuesto especial, ni recursos específicos, ni 

personal que cumpla funciones permanentes. La manera en que funciona esta iniciativa 

es a través de la colaboración, tal como sucede con los miembros del Comité, que no son 

remunerados, los convenios con corporaciones o fundaciones y los eventos en 

comunidades.  

 

III. ANÁLISIS DE CASOS  

 

1. Identificación y descripción de los casos seleccionados  

 

En esta sección se presenta un análisis detallado de 41 casos seleccionados como parte de 

Proyecto Inocentes62, en los que se aplicó la medida cautelar de prisión preventiva, 

conforme a lo dispuesto en el art. 139 del CPP. Estas investigaciones concluyeron 

mediante sobreseimiento definitivo establecido en el art. 250 letra b), que reconoce la 

procedencia de esta resolución cuando se establece la inocencia del imputado. Este análisis 

se enfoca en identificar las causales de error señaladas por el Comité Editorial del 

Proyecto, proporcionando una visión integral de las falencias estructurales en el sistema 

de justicia penal chileno. 

                                                 
59   Idem. 
60   Idem. 
61   Idem. 
62   El detalle de los casos seleccionados en esta investigación se encuentra en el Anexo 3. 
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2. Conceptualización  

 

2.1 Sobreseimiento definitivo  

 

El sobreseimiento definitivo es una resolución judicial que constituye un acto 

jurisdiccional emanado del juez de garantía, dictado en el contexto de una audiencia 

convocada con la debida citación a todos los intervinientes procesales63. El juez de 

garantía, ante la solicitud de sobreseimiento definitivo, puede acogerla, sustituirla, 

decretar un sobreseimiento distinto del requerido o rechazarla si no la considera 

procedente64. Las causales que facultan al juez de garantía para decretar el sobreseimiento 

definitivo se encuentran reguladas en el art. 250 del CPP. Si se acoge la resolución, esta 

pone fin al procedimiento y adquiere la autoridad de cosa juzgada, conforme a lo dispuesto 

en el art. 251 del CPP.  

 

Proyecto Inocentes establece el sobreseimiento definitivo como uno de los criterios para 

incorporar causas al programa, considerando excepcionalmente las causales previstas en 

las letras a) y b) del art. 250 del CPP. Sin embargo, para los propósitos de esta 

investigación, el análisis se enfocará exclusivamente en la segunda causal (letra b), que 

indica: “cuando apareciere claramente establecida la inocencia del imputado”. La 

segunda causal de sobreseimiento definitivo se configura cuando, a partir de los 

antecedentes reunidos en la investigación, se acredita que el hecho investigado ocurrió y 

posee carácter típico; sin embargo, los mismos “antecedentes recopilados permiten 

establecer la falta de participación del imputado en él.”65  

 

2.2 Prisión preventiva  

 

La prisión preventiva es la medida cautelar personal que representa “la injerencia más 

violenta del poder estatal en la esfera de libertad de los individuos”66, ya que implica una 

restricción significativa de los derechos de las personas al privarlas de su libertad, aun 

cuando su “culpabilidad no ha sido judicialmente establecida”67. Su aplicación debe 

justificarse exclusivamente cuando la prisión preventiva sea absolutamente necesaria 

para neutralizar el peligro procesal que se busca prevenir68. Procede únicamente cuando 

el juez determina que las demás medidas cautelares no son suficientes para garantizar las 

finalidades del procedimiento, la protección del ofendido o la seguridad de la sociedad. 

Sólo puede ser solicitada tras la formalización de la investigación por el Ministerio público 

(MP) o el querellante. En este caso, el MP debe acreditar rigurosamente el cumplimiento 

                                                 
63   CASTRO (2023), p. 364. 
64   Ibid., p. 368. 
65   OLIVER (2021), p. 527.  
66   MARÍN (2002), p. 30. 
67    VELÁSQUEZ Y RIQUELME (2024), p. 4. 
68    DEI VECCHI (2013), p. 198. 
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de los requisitos del art. 140 del CPP. Esta medida cautelar se aplica excepcionalmente, 

alineándose con las normas internacionales, como las Reglas de Tokio, que la definen 

como un “último recurso”69. Durante su imposición y a lo largo del proceso investigativo, 

es fundamental garantizar el principio de inocencia, de acuerdo con las disposiciones 

legales nacionales70 y los tratados internacionales71.  

 

3. Causales de error 

 

3.1 Declaración falsa  

 

La declaración falsa se configura como una manifestación intencionadamente falsa por 

parte de una persona, cuyo objetivo es imputar a otro la comisión de un ilícito 

inexistente72. En este contexto Ulrich Stein vincula el concepto de declaración falsa al 

concepto de “no veracidad”, argumentando que se traduce en la “falta de coincidencia del 

contenido de la declaración con aquella porción de la realidad que es objeto de la 

declaración”73. Esta noción subraya la distorsión de la realidad como elemento esencial 

en la configuración de este tipo de conductas. Proyecto Inocentes ha identificado diversas 

razones subyacentes que pueden motivar a una persona a realizar una declaración falsa 

en el ámbito procesal penal. Entre estas destacan las siguientes: motivos de venganza, 

ocultar una situación reprochable penal o socialmente, trastorno psiquiátrico, obtener 

beneficios del proceso74.  

 

La Figura N° 3 menciona las cinco causas judiciales, de las 41 analizadas, en las que se 

hace mención de declaraciones falsas. 

 

 

 

  

                                                 
69    ACNUDH (1990), Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad 

(Reglas de Tokio).  
70    Código Procesal Penal, art. 4: “Presunción de inocencia del imputado. Ninguna persona será considerada 

culpable ni tratada como tal en tanto no fuere condenada por una sentencia firme”. 
71    Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 14.2: “Toda persona acusada de un delito tiene 

derecho a que se presuma su inocencia mientras no se prueba su culpabilidad conforme a la ley”. 
72   Resolución Exenta N° 494, de 2022, Establece regulación interna de Proyecto Inocentes de la Defensoría 

Penal Pública, su conformación, estructura, funciones y objetivos, y aprueba Anexo de Protocolo de 

regulación específica. 
73    STEIN (2008), p. 4.  
74    PROYECTO INOCENTES (s.f.): “Declaración falsa”, disponible en: 

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/15/342/declaracion_falsa [Fecha de consulta: 25 de octubre de 

2024].  

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/15/342/declaracion_falsa
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Figura N° 3. Identificación de las causas judiciales con declaración falsa 

N° 
Imputado 

inocente 
Tribunal 

Delito que se 

imputó 

Tiempo 

privado de 

libertad 

Recinto 

penitenciario 

1 
Brian Urrutia 

Luengo 

15º Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Homicidio simple 3 meses 
C.D.P. 

Santiago I 

2 
Esteven García 

Arboleda 

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con lesiones 

graves gravísimas y 

abuso sexual 

12 días 

 

C.D.P. 

Colina I 

3 

Richard 

Escudero 

Morales 

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con lesiones 

graves gravísimas y 

abuso sexual 

12 días 

 

C.D.P. 

Colina I 

4 

Rigoberto 

González 

González 

2° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Violación menor de 

14 años 
213 días 

C.C.P. 

Santiago I 

5 
Ana Gómez 

Gallo 

4° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago  

3° Tribunal de 

Juicio Oral en lo 

Penal de Santiago 

Violación menor de 

14 años y abuso 

sexual menor de 14 

años 

7 días 
C.P.F. 

Santiago 

Fuente:  Elaboración propia a partir de información proporcionada por DPP en virtud de solicitud 

de transparencia. 

 

Análisis de los hechos acreditados en las causas y la decisión de la medida cautelar 

 

Los problemas derivados de las declaraciones falsas surgen, principalmente, por la falta 

de diligencia y rigor en la corroboración inicial de pruebas. Existe una dependencia 

excesiva de las declaraciones iniciales como base probatoria, lo que contraviene lo 

dispuesto en el art. 297 del CPP sobre la valoración de la prueba.  

 

Los motivos de las declaraciones falsas que se evidencian en los casos son: por venganza 

ante un delito frustrado por las presuntas víctimas denunciantes75, errores en los 

reconocimientos por testigos que vinculan indebidamente al imputado inocente con la 

                                                 
75  Caso Esteven García y Richard Escudero: ambos imputados fueron formalizados por los delitos de robo 

calificado y abuso sexual, basándose únicamente en las declaraciones iniciales de las denunciantes, 

quienes afirmaron haber sido atacadas. La defensa destacó ausencia de pruebas directas, como la falta 

de especies robadas en poder de los acusados y el hecho de que el arma supuestamente utilizada había 

sido entregada por los denunciantes. A pesar de estas inconsistencias, el tribunal accedió a la solicitud 

de prisión preventiva presentada por fiscalía. La defensa presentó pruebas concluyentes, como 

grabaciones de cámaras de seguridad, que evidenciaban a las denunciantes llevando voluntariamente a 

los imputados fuera del lugar donde se encontraban compartiendo, contradiciendo así su versión inicial. 

Una de las denunciantes admitió posteriormente haber mentido sobre el supuesto asalto, mientras que 

la otra dejó de participar en el proceso. La falta de corroboración de las declaraciones iniciales, en 

contravención al art. 297 del CPP, resultó en el cumplimiento de la prisión preventiva por ambos 

imputados inocentes. Finalmente, el tribunal decretó el sobreseimiento definitivo al confirmarse su 

inocencia. 
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comisión del delito76, y estrategias de encubrimiento utilizadas para evitar la detección de 

responsabilidades y eludir sanciones77.  

 

Los defensores fundamentaron en reiteradas ocasiones la revocación de la prisión 

preventiva, solicitando que se decretaran otras medidas cautelares personales ad hoc a la 

situación procesal de los imputados. Sin embargo, los tribunales no accedieron a ello, 

debiendo los imputados soportar largos periodos de prisión a falta de celeridad en la 

obtención de pruebas exculpatorias. 

 

3.2 Falsa confesión  

 

Las falsas confesiones son “declaraciones falsas de imputados que se autoincriminan”78 y 

representan un fenómeno complejo y difícil de dimensionar, debido a que, en numerosos 

casos, no se lleva a cabo un análisis que permita verificar la autenticidad de las 

confesiones79. En algunos casos, “el acusado sin duda puede tener interés en despistar al 

tribunal confesando un delito que no cometió”80. Según Otto Tschadek, estos intereses 

pueden clarificarse en distintas categorías, como razones económicas, el deseo de asumir 

condenas severas para proteger al verdadero autor del delito, personalidades psicópatas 

esquizofrénicas, trastornos neuróticos, entre otros81.  

                                                 
76  Caso Brian Urrutia: bajo el apodo “Guatón Memo”, fue investigado por homicidio simple, tras ser 

señalado por la víctima como autor del disparo. Este testimonio fue determinante para que la jueza 

aceptara la medida cautelar a pesar de las inconsistencias evidentes. La defensa, mediante un recurso de 

apelación el 26 de junio de 2015, destacó que una de las testigos clave, una vecina, admitió no saber 

quién disparó a la víctima. Además, se aportó evidencia que acreditaba que Brian Urrutia estaba 

trabajando al momento de los hechos, como los registros laborales y las grabaciones de cámaras de 

seguridad. Sin embargo, el recurso fue rechazado, prolongando la prisión preventiva del imputado. 

Finalmente, la defensora solicitó el sobreseimiento definitivo argumentando la inocencia de Brian 

Urrutia, sustentada en la declaración posterior de la víctima, que exoneraba al imputado y señalaba al 

verdadero responsable. Tras tres meses de prisión preventiva, el tribunal decretó el sobreseimiento 

definitivo, reconociendo el error judicial generado por la dependencia exclusiva de declaraciones iniciales 

no corroboradas.  
77    Caso de Rigoberto González: acusado injustamente por su sobrina de haberla violado, con el propósito 

de encubrir una relación consensuada con un joven de su edad, que resultó en embarazo. A pesar de la 

ausencia de pruebas incriminatorias directas, como lesiones compatibles con abuso sexual, el tribunal 

mantuvo la prisión preventiva durante 213 días. La defensa solicitó reiteradamente un análisis de ADN 

para determinar la paternidad del bebé, pero esta prueba fue rechazada por el tribunal mientras la menor 

se encontraba embarazada. Finalmente, el análisis de ADN realizado tras el nacimiento del niño 

corroboró la inocencia de Rigoberto González, demostrando que no era el padre del menor. En la 

audiencia celebrada el 25 de septiembre de 2015, el tribunal revocó la prisión preventiva y decretó su 

sobreseimiento definitivo. Este caso resalta el error judicial generado por falta de diligencia en aceptar 

oportunamente pruebas objetivas, así como la dependencia exclusiva de una declaración inicial sin 

corroboración suficiente.  
78   Resolución Exenta N° 494, de 2022, Establece regulación interna de Proyecto Inocentes de la Defensoría 

Penal Pública, su conformación, estructura, funciones y objetivos, y aprueba Anexo de Protocolo de 

regulación específica. 
79    TSCHADEK (1958), p. 4.  
80    Ibid., p. 3. 
81    Ibid., pp. 5-10.  
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La Figura N° 4 menciona la única causa judicial, de las 41 analizadas, en las que se hace 

mención de falsa confesión. 

 
Figura N° 4: Identificación de la causa judicial con falsa confesión 

N° 
Imputado 

inocente 
Tribunal 

Delito que se 

imputó 

Tiempo 

privado de 

libertad 

Recinto 

penitenciario 

1 C.S.Z.                                           

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Homicidio 

calificado 
15 días 

C.D.P. 

Santiago I 

Fuente:  Elaboración propia a partir de información proporcionada por DPP en virtud de solicitud 

de transparencia. 

 

Análisis de los hechos acreditados en la causa y la decisión de la medida cautelar 

 

El error judicial en este caso se atribuye a múltiples factores, siendo el principal una falsa 

confesión obtenida mediante técnicas coercitivas utilizadas por los agentes 

investigadores82. Estos presionaron a C.S.Z. para que admitiera su culpabilidad, 

asegurándole que esta declaración facilitaría su situación judicial, lo que constituye una 

grave vulneración a los estándares de obtención de pruebas. Además, se identificaron 

presunciones infundadas por parte de los intervinientes, así como deficiencias en las 

pruebas periciales, que no fueron contrastadas adecuadamente con otros medios 

probatorios. Este caso muestra cómo las confesiones falsas, cuando no son verificadas 

rigurosamente, pueden convertirse en el fundamento de errores judiciales que afectan 

tanto la presunción de inocencia como la integridad del proceso penal83.  

 

  

                                                 
82   TSCHADEK (1958), p. 12: “tentador se torna el impulso de rendir una falsa confesión cuando se le dice al 

acusado (como sucede con alguna frecuencia) que podrá ser puesto provisionalmente en libertad con tal 

que confiese”. 
83    Caso de C.S.Z.: tenía 80 años de edad cuando fue acusado de un doble homicidio ocurrido en su domicilio, 

donde residían las víctimas, una de las cuales era su sobrino. Los agentes investigadores centraron la 

investigación en él debido a la presencia de armas en su hogar y la falta de señales de fuerza en el ingreso 

al domicilio. Seis días después del crimen, C.S.Z. confesó ser el autor de los homicidios, pero más tarde 

se reveló que fue presionado por los investigadores para autoinculpase. Según sus declaraciones, le 

aseguraron que, dada su edad, sería declarado interdicto si confesaba, lo que “zanjaba” la situación. 

Esta confesión, obtenida bajo coacción, fue utilizada como prueba principal por la fiscalía para justificar 

su detención. La defensa demostró que las pruebas periciales desacreditaban las hipótesis del fiscal. No 

se encontraron residuos de nitritos en las manos ni en la ropa de C.S.Z., y se comprobó que el arma 

utilizada contaba con un silenciador. Además, la vivienda tenía múltiples accesos, lo que contradecía la 

teoría de que el crimen fue cometido por alguien dentro de la casa. Finalmente, se describió que la autora 

intelectual del delito era la exesposa de una de las víctimas, quien contrató a un sicario para cometer el 

asesinato.  
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3.3 Identificación errónea 

 

Las identificaciones erróneas realizadas por testigos oculares representan un grave desafío 

en el sistema de justicia penal, ya que suelen derivarse de factores clasificados en dos 

categorías: variables estimadoras y variables del sistema84. Las variables estimadoras 

“son aquellas que están fuera del control del sistema legal penal”85 y abarcan aspectos 

como las lagunas en la memoria de un testigo, distancias del testigo en la escena del 

crimen, condiciones de visibilidad, entre otras. En oposición, las variables del sistema, que 

“son aquellas controladas por el sistema legal penal”86, surgen de procedimientos de 

identificación deficientes, que no se ajustan a los estándares técnicos ni garantizan las 

condiciones necesarias para preservar la fiabilidad de los resultados.  

 
  

                                                 
84  INNOCENCE PROJECT (s.f.): “Eyewitness Misidentification”, disponible en: 

https://innocenceproject.org/eyewitness-misidentification/ [Fecha de consulta: 28 de octubre de 2024]. 
85   Idem. 
86   Idem. 

https://innocenceproject.org/eyewitness-misidentification/
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Figura N° 5. Identificación de las causas judiciales con identificación errónea 

N

° 
Imputado inocente Tribunal 

Delito que se 

imputó 

Tiempo privado 

de libertad 

Recinto 

penitenciario 

1 
Manuel Cortés 

Herrera 

2° Juzgado de Garantía de 

Santiago 

2° Tribunal de Juicio Oral 

en lo Penal de Santiago 

Homicidio simple 
4 meses y 25 

días 

C.D.P. 

Santiago I 

2 
Bryant Álvarez 

Sánchez 

Juzgado de Garantía de 

Punta Arenas  

Homicidio simple 

Lesiones graves 
6 días 

C.P.P. Punta 

Arenas 

3 Sergio Vera Solís 
Juzgado de Garantía de 

Quellón 

Robo con 

homicidio 
177 días  C.D.P. Castro 

4 
Ely Bencomo 

Hernández 

8° Juzgado de Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación 
101 días 

C.D.P. 

Santiago I 

5 
Elizabeth Mendoza 

Pérez 

Juzgado de Garantía de 

Valdivia 

Robo con 

intimidación 
78 días  

C.D.P. 

Valdivia 

6 Luis Ojeda Lagos 
Juzgado de Garantía de 

Valdivia 

Robo con 

intimidación 
79 días  

C.D.P. 

Valdivia 

7 
Mauricio Pardo 

Vallejos 

11º Juzgado de Garantía 

de Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días 

C.C.P. 

Santiago I 

8 J.B.S.                                         
11º Juzgado de Garantía 

de Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días 

C.C.P. 

Santiago I 

9 R.A.P.                                           
11º Juzgado de Garantía 

de Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días 

C.I.P. San 

Joaquín Sur 

10 Y.G.P.                                       
11º Juzgado de Garantía 

de Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días 

C.C.P. 

Santiago I 

11 
Adrián Zarricueta 

Toro 

Juzgado de Garantía de 

Coquimbo 
Robo con violación 79 días 

C.C.P. La 

Serena 

12 
Enzo Fernández 

Pedrazzini 

Juzgado de Garantía de 

San Fernando 
Robo con violencia 5 días 

C.C.P. San 

Fernando 

13 
Abraham Tamarín 

Castillo 

Juzgado de Garantía de 

Talca 

Robo con violencia 

e intimidación 
245 días C.C.P. Talca 

14 
Rubén Zúñiga 

Parra 

Juzgado de Garantía de 

Talca 

Robo con violencia 

e intimidación 
245 días C.C.P. Talca 

15 
Cristián Vilches 

Leiva 

Juzgado de Garantía de 

Talca 

Robo con violencia 

e intimidación 
245 días C.C.P. Talca 

16 
Roberto Vergara 

Becerra 

Juzgado de Garantía de 

Chiguayante 

Robo en lugar 

habitado o 

destinado a la 

habitación 

35 días 
C.P. El 

Manzano 

17 
Eduardo Molina 

Martínez 

8° Juzgado de Garantía de 

Santiago 

Violación mayor de 

14 años 
4 meses y 8 días 

C.D.P. 

Santiago I 

18 
Cristián López 

Rocha 

8° Juzgado de Garantía de 

Santiago 

Violación mayor de 

14 años 
5 días 

C.D.P. 

Santiago I 

19 S.B.A.C.                                    
Juzgado de Garantía de 

Talcahuano 

Violación mayor de 

14 años 
9 días 

C.D.P. El 

Manzano 

20 
Julio Carvajal 

Salfate 

Juzgado de Garantía de 

Arica 

Violación mayor de 

14 años  

Abuso sexual 

calificado  

190 días C.P. Arica 

21 
Patricio Saldivia 

Vidal 

Juzgado de Garantía de 

Osorno 

Violación menor de 

14 años 

Abuso sexual 

menor de 14 años 

5 meses y 5 días C.C.P. Osorno 

Fuente:  Elaboración propia a partir de información proporcionada por DPP en virtud de solicitud de 

transparencia. 
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Análisis de los hechos acreditados en las causas y la decisión de la medida cautelar 

 

El análisis de las causas revela patrones recurrentes en los errores de identificación 

errónea, que condujeron a la imputación y prisión preventiva de personas inocentes. Estos 

errores derivaron de prácticas investigativas defectuosas y falta de rigor probatorio, 

vulnerando derechos y principios fundamentales como la presunción de inocencia. Según 

el art. 4 del CPP, “ninguna persona será considerada culpable ni tratada como tal en tanto 

no fuere condenada por una sentencia firme”. Sin embargo, esta garantía se comprometió 

cada vez que los procedimientos de identificación carecieron de estándares técnicos 

confiables y se utilizaron como base principal para justificar medidas cautelares 

restrictivas.  

 

Entre las deficiencias más graves se encuentran reconocimientos fotográficos sin 

estándares mínimos de credibilidad87, que incluyeron prácticas como los reconocimientos 

inducidos88, donde se orientó la percepción del testigo hacia que una conclusión 

determinada. También se observó la falta de verificación de las características específicas 

                                                 
87   Caso Patricio Saldivia: Es imputado del delito de violación y abuso sexual a una menor de 12 años. La 

menor E.H.C. le cuenta a su madre los hechos, indicándole más de una sucesión de los hechos, menciona 

haber estado con un joven llamado Yerko, a quien conoció por Facebook, vieron una película en la casa 

de él y que fueron a una cancha. Señala que habrían tenido relaciones sexuales consentidas, pero también 

menciona que el joven andaba trayendo alcohol y que, por negarse a consumir con él, la forcejea y 

procede a violarla.  El defensor público se da cuenta de esto e indica que “de acuerdo al relato de una 

serie de testigos que obran en carpeta investigativa dan cuenta que la menor ha sido cambiante en sus 

declaraciones donde en algunas versiones ha faltado a la verdad, no ha dado una versión univoca de los 

hechos”. El hecho por el que se imputa a Patricio Saldivia es porque la madre y la tía de E.H.C. le 

muestran una fotografía de Facebook de Saldivia a la menor, quien indica que habría sido él quien la 

violó, procediendo la PDI a detenerlo. El reconocimiento que hace la menor es inducido, dado que en 

sus declaraciones reconoce haber estado con una persona llamada Yerko, joven, aunque un tanto mayor. 

Patricio Saldivia a pesar de insistir con su inocencia, fue sometido a prisión preventiva tras ser imputado 

por el delito de violación. Durante la audiencia de control de detención del 25 de julio de 2015, aceptó 

someterse a un examen pericial de ADN con el objetivo de demostrar su inocencia. Los resultados del 

análisis pericial determinaron que la muestra vaginal no contenía ADN de Saldivia, sino de un individuo 

masculino diferente, lo que desacreditó por completo la acusación en su contra.  

Tras haber permanecido en prisión preventiva durante cinco meses y cinco días, el tribunal revocó esta 

medida cautelar y decretó su sobreseimiento definitivo el 30 de diciembre de 2015 en virtud del art. 250 

letra b) del CPP.   
88   Caso Adrián Zarricueta: fue investigado por un asalto y violencia sexual en un taxi colectivo. La víctima 

declaró no recordar los rasgos del rostro del agresor, a pesar de esta limitación, la policía elaboró un 

retrato del agresor y obtuvo fotografías de los choferes de la línea N° 21, entre las cuales, al realizar un 

reconocimiento fotográfico, la víctima identificó a Zarricueta como el supuesto autor. Sin embargo, 

Zarricueta llevaba seis meses trabajando en una empresa constructora en el norte del país al momento 

de los hechos. Al ser informado de su imputación, decidió regresar a La Serena para enfrentar el proceso, 

confiando en su inocencia.  

El error en este caso se basó en un reconocimiento fotográfico carente de estándares técnicos confiables, 

que orientó indebidamente la percepción de la víctima hacia Adrián. Fue un examen de ADN el que 

finalmente probó que el material biológico encontrado en la víctima no coincidía con Adrián.  
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del agresor descritas por las víctimas89, ignorando incluso elementos clave como la 

ausencia de los bienes sustraídos en poder del imputado. Además, en algunos casos, las 

detenciones parecieron estar condicionadas por prejuicios hacia jóvenes provenientes de 

sectores vulnerables encontrándose en barrios de nivel socioeconómico alto90. 

 

3.4 Mala conducta de agentes del Estado 

 

Este tipo de error se refiere a las actuaciones, ya sean negligentes o dolosas, cometidas por 

agentes del Estado, “en particular de los organismos policiales y fiscalías que hayan 

tenido directa incidencia en la imputación”91. Proyecto Inocentes ha identificado que 

varias prácticas contribuyen a este tipo de errores. Entre ellas se encuentra la adopción 

de una única línea investigativa, ignorando otras hipótesis posibles (i.e., visión del túnel). 

Además, incluye acciones como la modificación de pruebas o declaraciones en perjuicio 

del imputado, la ocultación de pruebas exculpatorias que deberían ser accesibles a la 

defensa, y a la falta de verificación de identidad de los detenidos, lo que puede resultar en 

una condena de personas inocentes92.  

 

                                                 
89    Caso Ely Bencomo: fue señalado como el autor del robo de una mochila con $3.000.000 a una mujer 

afuera del Banco, basándose en las descripciones iniciales de la víctima: tez morena, pantalón claro y 

chaqueta tipo militar. Estas características coincidían parcialmente con Bencomo, quien se encontraba 

acompañado de su primo al momento de su detención. Durante el registro no se encontraron ni el arma 

utilizada para amedrentar a la víctima en el delito ni el dinero sustraído, sino únicamente un teléfono 

que Bencomo entregó voluntariamente. A pesar de la ausencia de pruebas contundentes, fue detenido y 

posteriormente identificado por la víctima en la comisaría, donde esta añadió nuevas características que 

incriminaban aún más a Bencomo. El error en este caso se debió a un procedimiento de identificación 

deficiente, basado en percepciones subjetivas de la víctima. Tras 101 días de prisión preventiva y 

medidas cautelares adicionales, la defensa acreditó la inocencia de Bencomo, mediante un informe de la 

prueba angular de georreferencia del teléfono, que demuestra que se encontraba a más de un kilómetro 

del lugar del delito.  
90  Caso Roberto Vergara: fue detenido tras ser señalado como autor de un robo en un domicilio, basado 

exclusivamente en el testimonio de una testigo que observó el hecho desde la lejanía. Esta identificación 

careció de corroboración mediante evidencia adicional, como cámaras de seguridad o análisis periciales. 

Además, la policía realizó un procedimiento de reconocimiento inductivo, destacando características de 

Vergara, como su vestimenta y su apariencia, que coincidían con las descripciones genéricas asociadas a 

estereotipos delictivos, lo que reforzó una presunción de culpabilidad sin fundamento objetivos. Vergara 

sufrió de circunstancias desfavorables con su defensa: los dos abogados que lo representaron en primera 

instancia no realizaron las diligencias debidas a poder respaldar su inocencia. A falta de las funciones de 

una defensa proactiva, el tribunal determinó la prisión preventiva. Tras 35 días en prisión, una defensora 

pública asumió el caso y logró discutir el sobreseimiento por inocencia. Este caso destaca la necesidad 

de procedimientos de identificación ajustados a estándares técnicos, así como el rol fundamental de una 

defensa proactiva para garantizar los derechos de los imputados y evitar errores judiciales basados en 

prejuicios.  
91  Resolución Exenta N° 494, de 2022, Establece regulación interna de Proyecto Inocentes de la Defensoría 

Penal Pública, su conformación, estructura, funciones y objetivos, y aprueba anexo de protocolo de 

regulación específica. 
92  PROYECTO INOCENTES (s.f.): “Mala conducta de agentes del Estado”, disponible en: 

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/39/345/mala_conducta_de_agentes_del_estado [Fecha de 

consulta: 28 de octubre de 2024]. 

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/39/345/mala_conducta_de_agentes_del_estado
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La Figura N° 6 menciona las 13 causas judiciales, de las 41 analizadas, en las que se hace 

mención de mala conducta del Estado. 

 
Figura N° 6. Identificación de las causas judiciales con mala conducta del Estado 

N

° 

Imputado 

inocente 
Tribunal Delito que se imputó 

Tiempo 

privado 

de 

libertad 

Recinto 

penitenciario 

1 
Bernardo Solís 

Labrín 

Juzgado de Garantía 

de Villa Alemana 

Abuso sexual menor de 14 

años 

Sustracción de menores 

8 días 
C.D.P. 

Limache 

2 
Martín Sanhueza 

Mascareño 

Juzgado de Garantía 

de Coyhaique 

Maltrato de obra a 

carabineros 

Desórdenes en 

espectáculos públicos 

3 días 
C.C.P. 

Coyhaique 

3 
Carlos Tranamil 

Barros 

6ª Juzgado de 

Garantía de Santiago 
Robo con intimidación 4 días 

C.D.P. 

Colina I 

4 
Javier Calabacero 

Páez 

Juzgado de Garantía 

de Puerto Montt 
Robo con intimidación 9 días 

C.P. Puerto 

Montt 

5 
Cristopher Soto 

Salvo 

7° Juzgado de 

Garantía de Santiago    

Robo con intimidación         

Porte ilegal de arma de 

fuego Receptación 

9 días  
C.I.P. San 

Joaquín Sur 

6 
Fredy Orellana 

Orellana 

7° Juzgado de 

Garantía de Santiago 

Robo con intimidación         

Porte ilegal de arma de 

fuego Receptación 

9 días  
C.I.P. San 

Joaquín Sur 

7 
Bastián Campos 

Vega 

3° Juzgado de 

Garantía de Santiago 
Robo con violencia 5 días  

C.D.P. 

Santiago I 

8 
Jaime Ibáñez 

González 

3° Juzgado de 

Garantía de Santiago 
Robo con violencia 5 días 

C.D.P. 

Santiago I 

9  C.M.C.T                              
Juzgado de Garantía 

de Punta Arenas 
Robo con violencia 60 días 

C.C.P. Punta 

Arenas 

10 
Matías Aguilera 

Riquelme 

Juzgado de Garantía 

de Los Ángeles 

Robo con violencia o 

intimidación 
7 días 

C.D.P. 

Mulchén 

11 
Francisco Molina 

Matamala 

Juzgado de Garantía 

de Los Ángeles 

Robo con violencia o 

intimidación 
6 días 

C.D.P. 

Mulchén 

12 
Bayron Flores 

Cabello 

14° Juzgado de 

Garantía de Santiago 

Robo en lugar habitado o 

destinado a la habitación  

Robo con intimidación 

1 año y 22 

días 

C.D.P. 

Santiago I 

13 J.A.L.O                              
Juzgado de Garantía 

de Talcahuano 

Robo en lugar no 

habitado 
8 días 

C.P. 

Concepción 

Fuente:  Elaboración propia a partir de información proporcionada por DPP en virtud de solicitud 

de transparencia. 

 

Análisis de los hechos acreditados en las causas y la decisión de la medida cautelar 

 

Los casos reflejan un patrón sistemático de conductas indebidas por parte de agentes del 

Estado, incluyendo a funcionarios del MP y de las fuerzas policiales. En varios casos, las 

imputaciones se sustentaron exclusivamente en pruebas circunstanciales y testimonios no 

corroborados, identificándose un enfoque orientado a obtener condenas sin garantizar la 

imparcialidad del proceso judicial.   

 

Entre las irregularidades identificadas se constató la utilización de procedimientos no 

protocolizados para la identificación de los presuntos responsables, como reconocimientos 
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informales realizados en redes sociales93 o mediante fotografías desactualizadas94; 

ocultamiento deliberado de pruebas exculpatorias por parte de la policía95 que 

                                                 
93  Caso Matías Aguilera y Francisco Molina: ambos fueron imputados por un robo con violencia ocurrido 

en un domicilio el 31 de mayo de 2019. Las víctimas del delito señalaron desconocer las identidades de 

sus atacantes, características particulares o alguna relación. Sin embargo, tras averiguaciones realizadas 

por uno de los hijos de la víctima, las declaraciones de los afectados cambian, inculpando a ambos 

imputados inocentes. Las defensoras privadas interpusieron un recurso de apelación a la resolución del 

juzgado de garantía que impuso la prisión preventiva para ambos imputados inocentes, conociendo de 

ella la Corte de Apelaciones de Concepción. El 14 de septiembre de 2019, la Corte señaló que “Se 

evidencia una particular forma de reunir antecedentes investigativos, por cuanto los expuestos emanan 

[…] casi en forma exclusiva de actividades realizadas por las propias víctimas y sus familias y que, como 

se ha reconocido se inician con indagaciones por Facebook”. Sobre los relatos de las víctimas, la Corte 

alude a “una serie de incongruencias entre los relatos de las víctimas”. En cuanto a las diligencias 

investigativas del MP, “Se evidencia la inexistencia de diligencias investigativas dispuestas por el MP y 

encargadas a Carabineros […] el mismo ente persecutor relata los resultados de las actividades 

investigativas que realizan las propias víctimas”. Concluyendo la Corte que “Existen un sinfín de 

contradicciones, circunstancias equívocas y falencias en la investigación que impiden, en este estado 

procesal, construir alguna presunción fundada de la participación de los imputados en el robo con 

violencia acontecido el 31 de mayo, razón por la cual no corresponde siquiera disponer alguna medida 

cautelar en su contra”. En el juicio de la Corte se evidenciaron patrones de contradicciones y falta de 

rigor investigativo que imposibilitaron construir presunciones fundadas sobre la participación de los 

imputados y, en consecuencia, se determinó que, por ello, no correspondía imponer medidas cautelares 

contra ellos, revocando la prisión preventiva.  
94  Caso Bernardo Solís: la víctima, menor de edad, denunció junto a su abuela un caso de abuso sexual y 

sustracción de la menor. La víctima proporcionó características del agresor y del vehículo, incluyendo 

la patente que empezaba en VL y terminaba con los dígitos 32. La PDI realizó las diligencias ordenadas 

por la Fiscalía para esclarecer los hechos y empadronaron taxis colectivos. Sin embargo, la investigación 

se centró únicamente en los taxis colectivos cuyas patentes terminaban en 32, ignorando el resto de las 

especificaciones de la víctima. La PDI preparó un set fotográfico y la menor reconoció a Bernardo Solís, 

cuyo vehículo termina en 32. Bernardo Solís para ese entonces era un hombre con 72 años, delgado y 

sufría una enfermedad cardiaca que genera que su corazón sólo tuviera el 25% de funcionalidad. La 

defensa expuso otras inconsistencias relevantes, tales como: 1°) la víctima indica el cierre centralizado 

del vehículo en el que la suben, siendo que el vehículo de Solís no lo tenía; 2°) la fotografía que se entrega 

a la víctima correspondía a Solís, pero hace 10 años, por lo que no daba cuenta de la actualidad; 3°) una 

cámara ubica al imputado inocente a las 17:26 hrs. en un lugar distinto al de los hechos. Al desvirtuarse 

la autoría de Solís, el tribunal decretó el sobreseimiento definitivo por la causal de la letra b) del art. 250 

de CPP.  
95  Caso Martín Sanhueza: los hechos surgen en medio de una manifestación estudiantil del “Estallido 

Social” de 2019, cuando en plena tensión tras la llegada de Fuerzas Especiales de Carabineros, hubo un 

enfrentamiento entre civiles y uniformados. Un grupo de manifestantes lanzó una piedra, golpeando la 

cara de un Sargento de Fuerzas Especiales, provocando la pérdida de dos dientes delanteros y otras 

lesiones faciales. Sanhueza fue acusado de haber lanzado la piedra, atribuyéndosele los delitos de autor 

de desórdenes públicos y de maltrato de obra a Carabineros. Los policías testigos señalaron haber visto 

al imputado lanzar la piedra, por lo que lo persiguieron para efectuar su detención. En la audiencia de 

control de detención fue declarada ilegal la detención por el juzgado de garantía, debido a que un 

funcionario de Carabineros golpeó fuertemente los genitales de Sanhueza. En cuanto a las medidas 

cautelares, se le impuso arraigo nacional, prohibición de acercamiento a la víctima y arresto domiciliario 

nocturno. El MP apeló ante estas medidas cautelares y solicitó que se decretara la prisión preventiva. 

La Corte de Apelaciones que conoció la causa revocó las medidas cautelares e impuso la prisión 

preventiva. La defensa y la familia de Sanhueza buscaron pruebas para demostrar su inocencia, 

obteniendo un video que demostraba con claridad que fue otra persona quien arrojó la piedra. Este 
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demostraban la inocencia del imputado, retardando el esclarecimiento de los hechos; 

manipulación de información96, violando el deber de objetividad que debe regir la 

actuación de los agentes del Estado; negligencia en la valoración del testimonio de la 

víctima97 y desestimación de pruebas presentadas por la defensa98, no valorando las 

pruebas disponibles pero encaminados a la búsqueda de la condena sin garantizar la 

imparcialidad en la investigación.  

 

  

                                                 
registro permitió la revocación de la medida cautelar en audiencia de revisión de medidas cautelares. El 

video dejó en evidencia la inocencia de Sanhueza, por lo que el tribunal decretó el sobreseimiento 

definitivo. Pero también expuso al funcionario de Carabineros, quien estaba grabando al costado del 

piquete policial con su celular y, a su vez, evidenció que hubo registros de cámaras Go-Pro de 

funcionarios de Carabineros; antecedentes no señalados en la investigación. La fiscalía inició una 

investigación por obstrucción a la investigación dado el ocultamiento de prueba y por la atribución de 

responsabilidad a una persona que no era el autor de la agresión, querellándose el Consejo de Defensa 

del Estado y el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Finalmente, se condenó en causa Rol O-238-

2020 con fecha 16 de abril de 2023 a Daniel Leyton Pior como autor ejecutor del delito consumado de 

vejaciones injustas, establecido en el art. 255 del Código Penal, con una pena de 61 días de reclusión 

menor en su grado mínimo y a la suspensión de todo cargo u oficio público. 
96  Caso C.M.C.T.: formalizado por delito de robo con violencia, dado que la víctima del robo señaló a 

carabineros al autor del delito, quien se encontraba acompañado de C.M.C.T. La víctima aclaró 

insistentemente que C.M.C.T. no tuvo ningún grado de participación en los hechos y era completamente 

inocente. Sin embargo, los funcionarios de Carabineros le atribuyeron participación, registrando el parte 

policial, lo que condujo a su imputación y posterior prisión preventiva por 60 días. El defensor penal 

público solicitó una nueva declaración de la víctima, en la cual ratificó la inocencia del imputado. A 

partir de esta diligencia el defensor solicitó que se declarara el sobreseimiento por inocencia, pues la 

fiscalía decidió no perseverar en la investigación.  
97   Caso J.A.L.O.: acusado de robar una caja registradora del supermercado donde supuestamente 

trabajaba como guardia de seguridad. La imputación se basó en el testimonio de compañeros de trabajo, 

quienes declararon que había mostrado interés en los arqueos de las cajas. Sin embargo, J.A.L.O. 

informó que había perdido su cédula de identidad meses atrás, dándose cuenta de que habían usado su 

identidad para suplantarlo durante meses por un individuo que planificó la comisión del ilícito. La 

defensa presentó pruebas contundentes que demostraban que el verdadero J.A.L.O. trabajaba en un 

liceo de Santiago desde ya hace varios meses, con jornadas de 45 horas semanales, tal como lo atestiguó 

el director del colegio. Es por ello que la PDI tomó nuevamente declaraciones, revelando que las 

características del falso J.A.L.O. no coincidían con las del acusado. El tribunal tomó conocimiento de 

que se trataba de dos personas distintas, aceptando la solicitud de sobreseimiento por inocencia.  
98   Caso Cristopher Soto y Fredy Orellana: ambos menores de edad fueron detenidos y acusados de 

participar en un robo a una joyería en el centro de Santiago, a pesar de haberse encontrado en el Hospital 

San José, donde uno de ellos recibía tratamiento kinesiológico. La defensa presentó elementos que 

permitían corroborarlo: comprobantes de atención hospitalaria, testimonio televisivo donde un testigo 

señaló que los adolescentes no eran las personas que estaban en el lugar del robo, cámaras de seguridad 

del supermercado y del recinto hospitalario. El Juzgado de Garantía identificó múltiples errores en el 

procedimiento, incluyendo la carencia de rigor científico en la investigación, la imposibilidad de que los 

estudiantes estuvieran en dos lugares al mismo tiempo y la falta de valoración adecuada de las pruebas 

exculpatorias. El juzgado decretó el sobreseimiento definitivo por inocencia. Estos adolescentes 

estuvieron en internación provisoria durante nueve días.  
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3.5 Error pericial  

 

El error pericial ocurre cuando las pericias “carecen de validación con estándares 

científicos, a peritajes con conclusiones que exceden las limitaciones de la técnica o a 

peritajes que establecen conclusiones basadas en omisiones o errores en la aplicación de la 

técnica”99, y que pueden generar decisiones injustas, como la imposición de prisión 

preventiva basada en pruebas defectuosas. No todo informe que describa un 

procedimiento y presente una conclusión puede ser considerado como un peritaje válido, 

“la técnica aplicada y las conclusiones que de ella se obtienen deben estar científicamente 

validadas.”100 En Chile, los jueces deben valorar la prueba sobre la base de la sana crítica, 

y esto “supone que los fallos deben estar fundados en la lógica, las máximas de la 

experiencia y en los conocimientos científicamente afianzados.”101 

 

Figura N° 5. Identificación de la causa judicial con error pericial 

N° Imputado inocente Tribunal Delito que se imputó 
Tiempo privado 

de libertad 

Recinto 

penitenciari

o 

1 
Fernando Vásquez 

Mamani 

Juzgado de Letras y 

Garantía de Pozo Almonte 
Tráfico de drogas 61 días - 

Fuente:  Elaboración propia a partir de información proporcionada por DPP en virtud de solicitud 

de transparencia. 

 

Análisis de los hechos acreditados en la causa y la decisión de la medida cautelar 

 

El uso de las herramientas científicas se ha implementado con el propósito de garantizar 

que los procedimientos de investigación sean fidedignos, buscando decisiones judiciales 

justas, informadas y ajustadas al debido proceso. No obstante, el análisis del caso da 

cuenta que se hizo uso de la herramienta de test de detección de drogas. Sin embargo, al 

realizarse en forma inadecuada, se causó un grave error judicial al perseguir penalmente 

a un inocente y someterlo a una medida cautelar innecesaria102. 

                                                 
99   SCHUBERTS (s.f.), p. 9.  
100  PROYECTO INOCENTES (s.f.): “causas de error”, disponible en: 

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/17/344/error_pericial_o_ciencia_limitada [Fecha de consulta: 02 

de diciembre de 2024]. 
101  Idem. 
102  Caso Fernando Vásquez: un ciudadano boliviano indocumentado fue detenido tras la revisión de sus 

pertenencias, que incluían medicamentos, un jabón para pelo y un envase de talco para pies. Uno de los 

carabineros realizó una prueba de detección de drogas al talco, justificando su acción con el olor que 

expelía el talco, supuestamente a olor a pasta base de cocaína. Esta primera prueba resultó negativa. 

Sin embargo, un segundo test en el cuartel de policía resultó positivo, por lo que Vásquez fue formalizado 

por tráfico de drogas. La defensa solicitó un análisis más riguroso debido a la contradicción entre las dos 

pruebas iniciales, planteando dudas razonables sobre la veracidad de los elementos utilizados para 

detectar drogas. El tribunal accedió a remitir el envase al Instituto de Salud Pública en Santiago, cuya 

pericia confirmó que el contenido era efectivamente talco para pies. Fernando Vásquez fue finalmente 

https://www.proyectoinocentes.cl/pag/17/344/error_pericial_o_ciencia_limitada


31 

 

 

IV. DISCUSIÓN Y PROPUESTAS  

 

1. Discusión sobre reparación 

 

La prisión preventiva trasciende de ser sólo una medida cautelar e impacta directamente a 

quienes deben cumplirla 

 

En Chile ha aumentado el índice de personas que cumplen prisión preventiva103. Esto 

contraviene uno de los objetivos centrales de la Reforma Procesal Penal, que buscaba 

racionalizar el uso de las medidas cautelares personales104. Las personas que cumplen 

prisión preventiva son, por su condición procesal, imputadas y no condenadas. Esta 

situación otorga ciertos derechos, como ser tratadas como inocentes mientras no exista 

una condena en su contra y permanecer separadas de las personas condenadas105. Quienes 

cumplen prisión preventiva deben hacerlo en espacios establecidos para tales fines, 

generalmente en los Centro de Detención Preventiva (CDP). Sin embargo, al igual que la 

mayoría de los establecimientos penitenciarios del país, estos espacios también presentan 

problemas graves, como el hacinamiento106.  

 

La prisión preventiva es fundamental en ciertos casos para el correcto funcionamiento del 

sistema de justicia. No obstante, implica el aislamiento casi total de la persona a la que se 

le impone, de tal forma que su normalidad se altera completamente, en aspectos físicos, 

psicológicos y sociales. Este cambio abrupto encaminado a la privación de libertad inicia 

un proceso de resocialización, que puede entenderse como la adaptación a un nuevo 

entorno107.   La resocialización conduce a la prisionización, definida como el “proceso en 

que una persona, privada de libertad, adquiere códigos, normas sociales y formas de 

comportarse para poder convivir en la cárcel.”108 Este proceso puede variar según las 

personalidades de cada persona y el tiempo que permanezca en el recinto penitenciario. 

Tanto la resocialización como la prisionización son dos procesos sociales que las personas 

experimentan dentro de los recintos penitenciarios como mecanismos de adaptación o 

                                                 
sobreseído por inocencia. Sin embargo, cumplió 60 días de prisión preventiva, impidiéndole regresar a 

Bolivia.  
103  Cfr. Informe Ejecutivo, Balance de Gestión 2023 de la Defensoría Penal Pública, p. 20. Se indica que 54 

mil personas fueron imputadas y terminaron sobreseídas, absueltas o con otras salidas que no implicaron 

condenas y que de estas personas que se mantienen como inocentes a efectos del procedimiento penal, 

2.007 personas estuvieron en prisión preventiva sin ser culpables, tan solo en el año 2023.  
104  DUCE y RIEGO (2022), p. 163. 
105  INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS (s.f.), p. 5.  
106  CENTRO DE ESTUDIOS PÚBLICOS: “Existen penales con elevados índices de hacinamiento. Los Centros 

de Detención Preventiva […] con mayor hacinamiento son los de Taltal, con un 441% de capacidad de 

uso y Tocopilla, con un 266%, ambos en Antofagasta, junto con el de Santiago Sur, con un 265%”.  
107  ESCAFF, ESTÉVEZ, FELIÚ y TORREALBA (2013), p. 296. 
108  Idem.   
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sobrevivencia. Sin embargo, estos procesos generan fuertes procesos psicológicos de 

adaptación109.  

 

A pesar de que la prisión preventiva debería ser una medida excepcional, en la práctica 

su uso ha generado profundas problemáticas sociales y legales que afectan directamente 

a las personas imputadas, quienes aún no han sido condenadas y gozan de presunción de 

inocencia. Esta sobreutilización se refleja en el aumento del hacinamiento en los CDP, lo 

que exacerba las condiciones precarias en estos recintos. El hacinamiento no solo vulnera 

los derechos básicos de las personas privadas de libertad, sino que también agrava los 

riesgos de violencia, conflictos internos y problemas sanitarios, intensificando la 

peligrosidad en el entorno carcelario110. Estas condiciones no solo impactan 

negativamente al bienestar de los internos, sino que además representan un desafío 

significativo para el sistema penitenciario chileno, que debe lidiar con la sobrecarga de 

población en recintos diseñados para albergar menos personas.  

 

¿Existe algún mecanismo de reparación hacia esas personas, que, habiendo cumplido prisión 

preventiva, son sobreseídas por inocencia? 

 

A partir del análisis de los casos recopilados en Proyecto Inocentes, se constata que 

existen personas sometidas a periodos de prisión preventiva que oscilan entre 3 días y 1 

año y 22 días, quienes han sido finalmente sobreseídas por inocencia en virtud del art. 250 

letra b) del CPP. Las experiencias relatadas por los imputados inocentes que han 

enfrentado periodos de prisión preventiva evidencian la necesidad de evaluar si el marco 

normativo establece mecanismos de reparación para estas personas, considerando que la 

privación de libertad configura una enorme restricción a los derechos fundamentales.  

 

En el ordenamiento jurídico existen dos disposiciones normativas que guardan relación 

con la regulación de la materia, las cuales son:  

 

La primera corresponde al art. 19 N° 7, letra i), de la Constitución, que instaura la 

reparación judicial de la siguiente manera: 

 
Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido 

sometido a proceso o condenado en cualquier instancia por resolución que la Corte Suprema 

declare injustificadamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por el 

Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será 

determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará 

en conciencia. 

 

                                                 
109  Idem.   
110  PRIMER JUZGADO DE GARANTÍA DE SANTIAGO (Semana del 8 al 14 de junio de 2024). El juez Fernando 

Guzmán Fuenzalida indica sobre el CDP Santiago Sur que se “informó que en los últimos días hubo 

riñas violentas generalizadas entre imputados extranjeros y chilenos, debiéndose adoptar severas 

medidas de seguridad para intervenir y segregar ambos grupos”. 
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La norma constitucional es conocida como el mecanismo de indemnización por error 

judicial, que en la teoría “permitiría indemnizar a personas que han sufrido daños como 

consecuencia de condenas e imputaciones erróneas”111. La acción de indemnización por 

error judicial está condicionada a la obtención de la declaración de la Corte Suprema que 

señala que la resolución del juzgado de garantía ha sido dictada en forma 

“injustificadamente errónea o arbitraria”, la que habilita al afectado para presentar 

posteriormente la demanda de indemnización en sede civil112. 

 

Mauricio Duce y Romina Villarroel investigaron el total de solicitudes presentadas a la 

Corte Suprema en el periodo que va desde 2006 a 2017113. En la investigación informan 

que la principal dificultad que justifica el reducido porcentaje de solicitudes aprobadas 

por la Corte Suprema radica en los elevados estándares establecidos por la Constitución 

Política para dar lugar a la declaración de la Corte Suprema que permite recurrir en estas 

materias contra los errores judiciales114. Entre “el año 1980 y marzo de 2018 se 

presentaron 140 solicitudes, menos de cuatro al año, y en ocho ocasiones se dio lugar a 

ellas”115, y solamente en uno se dio lugar a la solicitud por haber estado la persona en 

prisión preventiva116. 

 

La segunda es el art. 5° de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público 

(LOCMP), que instaura la reparación por errores del sistema de justicia penal, no 

dependiente de los jueces. En dicha norma se indica lo siguiente:  

 
El Estado será responsable por las conductas injustificadamente erróneas o arbitrarias del 

Ministerio Público. 

La acción para perseguir esta responsabilidad patrimonial prescribirá en cuatro años, 

contados desde la fecha de la actuación dañina.  

En todo caso, no obstará a la responsabilidad que pudiese afectar al fiscal o funcionario 

que produjo el daño, y, cuando haya mediado culpa grave o dolo de su parte, al derecho 

del Estado para repetir en su contra. 

 

Esta norma trae consigo la responsabilidad otorgada al MP frente al ejercicio de la 

persecución penal, ampliando la reparación a la consecuencia de los comportamientos de 

los fiscales. Uno de los elementos a los que queda sujeta la procedencia de esta 

indemnización es al sobreseimiento definitivo, siendo necesario que se declare inocente al 

afectado117. Para la procedencia de la reparación también es requisito que la Corte 

Suprema declare que el actuar del MP ha sido injustificadamente erróneo o arbitrario118.  

 

                                                 
111  DUCE y VILLAROEL (2019), p. 218.  
112  Idem.   
113  Idem.   
114  Idem.   
115  DUCE (2020), p. 198. 
116  Idem.   
117  Ibid., p. 70.  
118  Idem.   



34 

 

Según la Corte Suprema, una actuación injustificadamente errónea es “carente de toda 

justificación, sin motivo o causa plausible, sin asidero racional, colofón de un error craso; 

en otras palabras, que nadie puede ser sujeto pasivo de un procedimiento judicial de índole 

criminal sino con fundamentos injustificados.”119 Mientras que una actuación es 

arbitraria cuando “sea antojadiza, que esté dirigida por la irracionalidad o que responda 

al mero capricho”120.  

 

En medio de búsqueda de reparación, es un error considerar sólo al error 

 

Hemos señalado que el ordenamiento jurídico chileno contempla dos mecanismos de 

reparación para quienes han sufrido prisión preventiva y que han sido sobreseídos por 

inocencia. No obstante, estos mecanismos presentan serias limitaciones en su aplicación 

práctica, ya que dependen de criterios altamente restrictivos y de procesos que dificultan 

su acceso a una compensación efectiva. En este contexto, “la norma constitucional de 

indemnización por error judicial no ha mostrado ser eficaz para resarcir daños o 

determinar responsabilidad”121, lo cual es preocupante. Proyecto Inocentes evidencia los 

daños que provocan los errores en los procesos de investigación a imputados inocentes, los 

cuales podrían evitarse mediante un mayor resguardo en las diligencias, garantías 

procesales sólidas y una estricta observancia de la legalidad de los actos procesales.  

 

A continuación, se presentan extractos de testimonios de personas vinculadas al Proyecto 

Inocentes, los cuales reflejan sus sentimientos y experiencias frente a las situaciones que 

han enfrentado durante el cumplimiento de la prisión preventiva o después de ella:  

 
Yo preferiría estar usando mi uniforme y ahora me estoy mojando, pasando frio trabajando 

de enfierrador, en vez de haber estado en una oficina en un recinto donde me hubiese 

gustado haber sido militar, haber forjado soldados como a mí me hubiese gustado, pero 

ahora ya no, me cambio completamente por el hecho de haberme ido preso injustamente.122  

(Persona que cumplió 79 días de prisión preventiva)  

 

No solo cambió mi vida, sino también la de mi familia casi por completo. Acá el negocio la 

gente dejó de venir a comprar, porque para todos era como que nosotros habíamos robado 

entonces que iban a estar ayudando más encima de venir a comprar. La gente simplemente 

dejó de venir.123 

(Persona que cumplió 78 días de prisión preventiva)  

 

                                                 
119  SCS ROL 7720-2010, Considerando tercero.  
120  SCS ROL 5911-2011, Considerando décimo tercero.  
121  BALLIVIAN (2013), p. 55. 
122  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2018): “Proyecto Inocentes: Elizabeth y Luis” (05:15 a 05:50), 

disponible en: 

https://www.youtube.com/watch?v=5VOR2qk13AQ&ab_channel=Defensor%C3%ADaPenalP%C3%

BAblica [Fecha de consulta: 9 de diciembre 2024]. 
123  Id. (04:45 a 05:13).  

https://www.youtube.com/watch?v=5VOR2qk13AQ&ab_channel=Defensor%C3%ADaPenalP%C3%BAblica
https://www.youtube.com/watch?v=5VOR2qk13AQ&ab_channel=Defensor%C3%ADaPenalP%C3%BAblica
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Impotencia, rabia, pena, son hartos sentimientos, todos envueltos en uno. [Referencia a sus 

padres] yo creo que ellos lo pasaron más mal que yo, me iban a ver todos los días de visitas, 

me llevaban hartas cosas, mi papá no pudo trabajar en ese tiempo, anduvo mal, de hecho, 

después se enfermó por eso mismo, cayó al hospital.124 

(Persona que cumplió 35 días de prisión preventiva)  

 

A mí ni aunque me pagaran toda la plata del mundo me van a borrar todo lo que viví. 

Olvidarlo nunca. Es un daño que le hacen a la persona y que es irreparable.125 

(Persona que cumplió 160 días de prisión preventiva) 

 

Es desesperante, yo el primer día que llegué, es un golpe muy fuerte que no sabe uno como 

asimilarlo, y estás en una celda donde hay un colchón y un inodoro para hacer tus 

necesidades. Es chocante, yo estaba muy agotado, lo que hacía era dormir y cuando 

despiertas te das cuenta de que estas encerrado […] no sabes a qué hora vas a comer, no 

sabes nada.126 

(Persona que cumplió 6 días de prisión preventiva) 

 

Los efectos de la privación de libertad en imputados inocentes trascienden el ámbito 

procesal, afectando múltiples dimensiones de la vida personal, social y económica. Un 

estudio realizado por Elías Escaff, María Feliú, María Estévez y Camila Torrealba127 

aborda las consecuencias psicosociales de esta experiencia, quienes identificaron diversas 

dimensiones que resultaron afectadas. Dicho estudio permite comprender de mejor 

manera los testimonios de las personas que forman parte de Proyecto Inocentes. 

 

Los testimonios evidencian diversas transformaciones y dificultades enfrentadas tras 

recuperar su libertad. Entre las principales consecuencias destacan las relacionadas con 

la estigmatización, que “es tan alto que no se reduce solo a un lugar en particular; de 

cierta forma está permanente e inherentemente ligada al sujeto”128. Este fenómeno afecta 

directamente a la reinserción laboral, ya que, aunque exista una resolución que indique 

su inocencia, para algunos miembros de la sociedad el antecedente penal se convierte en 

una carga permanente129. Esto resalta la importancia de implementar programas de 

acompañamiento que faciliten la reintegración laboral. Asimismo, “se observan cambios 

respecto a sus planes de vida, sus proyectos y aspiraciones, a sus intereses a corto y largo 

                                                 
124  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2016): “Testimonio Roberto Vergara Becerra” (01:45 a 02:14), 

disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=iSW3F9NpAYo. [Fecha de consulta: 9 de diciembre 

2024]. 
125  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2016): “Caso Elías Cartes Proyecto Inocentes, Programa Bienvenidos, 

C13” (16:52 a 17:07), disponible en: https://youtu.be/T-ATD-DbCLQ?si=L-1bdzoIIgcM3xSB [Fecha de 

consulta: 9 de diciembre 2024]. 
126  DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA (2023): “Proyecto Inocentes: Error, daño y reparación” (13:39 a 14:31), 

disponible en: https://youtu.be/fTO-rL7wAgk?si=yQIiDzu2TcZlIjMe [Fecha de consulta: 9 de 

diciembre 2024]. 
127  ESCAFF, ESTÉVEZ, FELIÚ y TORREALBA (2013).  
128  Ibid., p. 300. 
129  FABRA, GÓMEZ Y HOMS (2016), p. 104. 

https://www.youtube.com/watch?v=iSW3F9NpAYo
https://youtu.be/T-ATD-DbCLQ?si=L-1bdzoIIgcM3xSB
https://youtu.be/fTO-rL7wAgk?si=yQIiDzu2TcZlIjMe
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plazo”130. Las experiencias traumáticas vividas durante la prisión preventiva generan un 

alto impacto emocional, afectando la salud física y mental debido al desgaste asociado al 

proceso131. En el ámbito económico, los estudios evidencian que “todos los sujetos 

sufrieron alteraciones significativas de salud, por lo que tuvieron que recurrir a 

tratamientos psiquiátricos, psicológicos y farmacéuticos”132. Además, algunos de ellos 

decidieron ser representados por abogados particulares en el proceso judicial, incurriendo 

en grandes gastos económicos, o asumieron los costos asociados a procesos para buscar 

indemnización.  

 

Estas son solo algunas de las repercusiones que enfrentan las personas inocentes que han 

pasado por prisión preventiva. Aunque las experiencias individuales varían, un factor 

común destacado tanto en los testimonios recopilados por el Proyecto Inocentes como en 

los análisis psicosociales es el impacto negativo generalizado en sus vidas.  

 

Resulta fundamental garantizar un acceso efectivo a mecanismos de reparación que 

aborden integralmente las necesidades derivadas de la prisión preventiva. Esto implica 

superar las limitaciones del marco normativo actual y las interpretaciones restrictivas que 

lo caracterizan.  Por ejemplo, el académico Mauricio Duce señala que “un error que sólo 

reparemos los casos en que podamos demostrar que la prisión preventiva fue errónea, 

porque la gran mayoría de los casos no va a haber sido errónea.”133 Esto plantea 

interrogantes críticas, como si la medida cautelar aplicada era procedente considerando 

los antecedentes disponibles en audiencia. En “el derecho comparado particularmente en 

el derecho europeo, ya se dieron cuenta de este problema y se están haciendo cargo, por 

medio de diversos tipos de remedios”134.  

 

2. Propuestas a Proyecto Inocentes 

 

Proyecto Inocentes se erige como una de las iniciativas más destacadas en Chile en 

materia de reparación, visibilización e identificación de falencias del sistema de justicia 

penal. Su funcionamiento y continuidad ha sido posible gracias al compromiso y la 

dedicación de las personas que integran el Equipo Encargado y el Comité Editorial. Esta 

iniciativa desarrollada por la DPP ha tenido un impacto significativo al visibilizar los 

errores judiciales a través de los casos documentados y a su vez presentando propuestas 

de mejoras al sistema. 

 

Proyecto Inocentes ha permitido a las personas afectadas por los errores acercarse a 

formas parciales de reparación, aunque en el contexto chileno no existan mecanismos 

                                                 
130  ESCAFF, ESTÉVEZ, FELIÚ y TORREALBA (2013), p. 299.  
131  Ibid., p. 303. 
132  Ibid., p. 304.  
133  Entrevista a Mauricio Duce, abogado de la Universidad Diego Portales, Magíster en Ciencias Jurídicas 

Universidad de Stanford, profesor de la Escuela de Gobierno de la Pontificia Universidad Católica de 

Chile, 11 de noviembre de 2024 (citada con autorización). 
134  Idem. La reparación en el derecho comparado, por su extensión e importancia, no es posible de abordar 

en este documento. Se sugiere revisar DUCE (2020), pp. 195-224. 



37 

 

establecidos para compensar adecuadamente a quienes han sido sobreseídos por inocencia 

tras cumplir prisión preventiva. Sin embargo, esta labor enfrenta limitaciones 

estructurales importantes, como la falta de financiamiento propio. 

 

Propuesta de financiamiento propio  

 

Se propone destinar un financiamiento especifico al Proyecto Inocentes, incorporándolo 

como una salida independiente dentro del presupuesto general de la DPP, a partir de las 

siguientes estrategias:  

 

a) Creación de un fondo especial: establecer un fondo anual para el funcionamiento del 

Proyecto, el cual abarque gastos operativos, actividades de investigación, difusión y 

apoyo psicosocial para las víctimas. El monto inicial debiera cubrir las necesidades 

actuales del Proyecto, y de esa manera contar con los recursos de producción de 

materiales comunicacionales y actividades de difusión que permitan una mayor 

autonomía para efectuar instancias que propicien una ampliación o desarrollo del 

Proyecto hacia la ciudadanía.  

 

b) Incorporación de convenios financieros: buscar acceso a fondos concursables de 

organismos internacionales, p. ej., el Banco Interamericano de Desarrollo o el 

Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, instituciones que orientan un 

financiamiento a proyectos de derechos humanos y justicia.  

 

c) Asignar un financiamiento exclusivo u obtener convenios financieros internacionales 

garantizaría la sostenibilidad del Proyecto, expandiría su alcance y permitiría 

consolidar su rol como mecanismo efectivo de reparación y mejora del sistema de 

justicia.  

 

Aumento de Recursos Humanos  

 

Durante los 11 años de funcionamiento del Proyecto Inocentes, los integrantes del Equipo 

Encargado han sido el motor esencial detrás de la implementación y desarrollo de esta 

importante iniciativa. Su labor, caracterizada por la colaboración y el compromiso, ha 

sido crucial para identificar y visibilizar a un grupo de personas vulneradas por errores 

del sistema de justicia. Este esfuerzo se ha llevado a cabo a pesar de la ausencia de un 

financiamiento exclusivo y mientras los integrantes asumían paralelamente las 

responsabilidades de sus respectivas cargas laborales. Considerando que Proyecto 

Inocentes podría crecer y abarcar a más personas, generando un impacto positivo a nivel 

nacional, es que se propone la contratación de personal exclusivo. 

 

Los profesionales que formen parte del Equipo Encargado tendrían que ser contratados 

como parte del personal permanente de la DPP, integrándose al Proyecto con funciones 

exclusivas y en modalidad de dedicación completa. Para la mejora de gestiones 

operativas, atención integral a víctimas y consolidación del impacto social del Proyecto, 
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se debieran considerar otros perfiles profesionales complementarios a la abogacía y el 

periodismo. Por ejemplo, quizás se pudiera formar un equipo en el cual participen 

personas de distintas profesiones (como la psicología o la terapia ocupacional), pues ello 

fortalecería significativamente el enfoque integral del Proyecto, al abordar no solo 

aspectos legales y sociales sino también desafíos emocionales o de reintegración, que es a 

lo que se enfrentan las personas afectadas por errores judiciales.  

 

V. CONCLUSIÓN  

 

La relación entre Proyecto Inocentes, la reparación y el deber del Estado frente a los 

errores cometidos por los intervinientes del sistema de justicia evidencia una problemática 

estructural que requiere soluciones urgentes y profundas. Desde su creación, Proyecto 

Inocentes ha sido fundamental para visibilizar los casos de personas que, habiendo 

cumplido prisión preventiva tras una imputación errónea, fueron posteriormente 

exoneradas al determinarse su inocencia.  

 

A través de Proyecto Inocentes se ha buscado brindar una forma de reparación, aunque 

limitada, a las víctimas. Sin embargo, esta reparación no proviene de una gestión estatal 

directa ni de políticas públicas orientadas a satisfacer integralmente las necesidades de los 

afectados, quienes enfrentan profundas consecuencias personales, sociales y económicas.  

 

El análisis realizado en esta investigación, basado en los diagnósticos del Comité Editorial 

del Proyecto Inocentes y del análisis de casos, destaca patrones recurrentes de errores en 

las causas terminadas por sobreseimiento por inocencia, conforme al art. 250 letra b) del 

CPP. Entre los errores más recurrentes se encuentran: declaraciones falsas, falsas 

confesiones, identificaciones erróneas y malas conductas de agentes del Estado. Estos 

errores han conducido, de manera sistemática, a la aplicación de la medida cautelar más 

restrictiva ante los derechos fundamentales: la prisión preventiva. Aunque esta debería 

ser excepcional, en la práctica ha sido utilizada de manera casi automática en ciertos 

casos, lo que pone en entredicho su carácter de última ratio. 

 

Las personas que han enfrentado estos errores sufren una variedad de afectaciones que 

alteran profundamente sus vidas, tanto durante la prisión preventiva como tras recuperar 

su libertad. Estas consecuencias incluyen estigmatización, dificultades para la reinserción 

laboral, deterioro de la salud física y mental, y perdida de oportunidades económicas. 

Estas circunstancias subrayan la imperiosa necesidad de una reparación integral que no 

se limite a compensaciones monetarias, sino que también abarquen apoyo psicológico, 

social y económico. En este contexto, Proyecto Inocentes se posiciona como un 

catalizador de propuestas orientadas a mejorar el sistema judicial chileno y prevenir 

errores futuros.  

 

Es deber del Estado garantizar el acceso a la justicia y la reparación de las víctimas de 

errores judiciales. Ello está consagrado en el art. 19 N° 7 letra i) de la Constitución, que 

regula la indemnización por error judicial, y en el art. 5 de la LOCMP, que establece la 

responsabilidad del Estado por conductas arbitrarias o erróneas del MP. Sin embargo, 
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Chile carece de una política pública integral que aborde los errores judiciales y establezca 

mecanismos expeditos y efectivos para la reparación. Los procedimientos actuales 

presentan múltiples limitaciones, como restricciones probatorias (se exige la 

pronunciación de la Corte Suprema demostrando que la resolución fue 

“injustificadamente errónea o arbitraria”, siendo extremadamente restrictiva para la 

admisión y declaración de esta solicitud), falta de celeridad (los procesos para obtener la 

indemnización son largos) y presentan una cobertura limitada (la reparación se reduce a 

indemnizaciones monetarias, sin incluir servicios esenciales como apoyo psicológico o 

asesoría social). 

 

La ausencia de financiamiento específico o mayores colaboraciones estatales para 

iniciativas como Proyecto Inocentes reflejan la escasa prioridad que esta problemática 

tiene en la agenda pública. Ello resulta preocupante, considerando que Proyecto 

Inocentes es conocido por los principales intervinientes del sistema de justicia y ha sido 

presentado en diversas instancias a lo largo de los años, incluyendo a los Ministros de 

Justicia en ejercicio. La responsabilidad del Estado no debe limitarse al reconocimiento 

de los errores judiciales, sino que debe traducirse en acciones concretas que restituyan los 

derechos de las víctimas y prevengan la repetición de las injusticias. Se requieren 

soluciones tangibles que demuestren, en esta violencia estructural, un compromiso real 

con la justicia y los derechos humanos. Tal como lo señala Judith Butler, “la estructura 

de las creencias es tan fuerte que permite que algunos tipos de violencia se justifiquen o 

ni siquiera sean considerados como violencia.”   
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ANEXOS 
 

1. Consentimientos informados  
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2. Transcripción de entrevistadas (editadas) 

 
A) Entrevista a Alexis Matamala. Encargado de Comunicaciones de Proyecto Inocentes y Periodista 

de la Unidad de Comunicaciones y Participación Ciudadana de la DPP, 27 de septiembre de 2024.  

 

1. ¿Qué año y bajo que circunstancias se lanzó oficialmente Proyecto Inocentes? Y ¿Cuál fue su 

principal inspiración? 

 

Proyecto Inocentes se lanza oficialmente en la DPP en agosto del año 2013. Se hace un seminario 

internacional para dar a conocer la iniciativa. Pero un año antes había comenzado a trabajarse, 

de hecho, se creó el Comité Editorial de Proyecto Inocentes el año 2012. La idea de ese trabajo 

previo fue reunir casos para poder lanzar la iniciativa el año 2013. Esto es bajo la dirección del 

defensor nacional George Shubert, y él se inspira en Innocence Project de Estados Unidos, 

adaptándolo a la realidad chilena pensando en enfocar no casos de inocentes condenados, sino que 

inocentes que hayan estado en prisión preventiva injustamente. 

 

2. ¿Cómo funciona operativamente Proyecto Inocentes? ¿Qué roles desempeñan las áreas involucradas? 

 

Proyecto Inocentes tiene el Comité Editorial, y tiene también un encargado de comunicaciones, 

que soy yo, y una encargada jurídica que es Francisca Eulufi, somos las personas que trabajamos 

operativamente en el proyecto. Por lo mismo, Proyecto Inocentes depende de dos áreas, el área 

de comunicaciones y el Departamento de Estudios. En la parte jurídica, lo que hace es revisar los 

casos que podrían ingresar a Proyecto Inocentes, ven si cumple formalmente con los requisitos y 

hacen una ficha que finalmente se presenta al Comité para ver si el caso es aprobado. Si el caso es 

aprobado, es difundido en los medios de comunicación, en redes sociales, a través de videos, 

fotografías o también en actividades de difusión con universidades o la comunidad en general, y 

en eso participa la Unidad de Comunicación. Eso sería como funciona operativamente. Además 

del comité editorial que se reúne puntualmente solo para ver si los casos ingresan o no ingresan. 

 

3. ¿Cuáles son los requisitos para formar parte del Comité Editorial? 

 

El comité editorial hoy día está compuesto por universidades, y esas universidades envían a 

representantes. Los requisitos básicamente para integrar surgen de una convocatoria que hizo 

directamente el Defensor Nacional Carlos Mora a ciertas universidades que habían colaborado con 

Proyecto Inocentes, como la Universidad Diego Portales y la Universidad Alberto Hurtado, que 

históricamente han estado siempre presentes, desde el inicio, a través de Leonardo Moreno y de 

Mauricio Duce, y luego se fueron sumando otras universidades que espontáneamente pidieron 

estar, como fue puntualmente la Universidad de Chile o la Universidad de Talca. Después de que 

ellos manifiestan que quieren estar y esa solicitud es aceptada, se realiza un convenio de 

colaboración entre la universidad y la DPP, donde básicamente se le pide a la universidad también 

apoyar a Proyecto Inocentes en cuanto a difusión, con sus mismos alumnos y la universidad por 

otro lado pide, por ejemplo, pasantías para sus estudiantes o poder realizar algún tipo de 

investigación, utilizar los datos de la DPP para poder aportar a la problemática. 

 

4. ¿Cuáles son las razones por las que algunos integrantes han dejado de formar parte de Proyecto 

Inocentes? 

 

En la gestión del Defensor Carlos Mora, él quiso acercar a las universidades a que colaboren 

directamente en Proyecto Inocentes, y el comité estaba conformado antes no por universidades, 
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sino que, por personas que producto de su expertiz se les había convocado para que participaran. 

Ejemplo de esto es el caso de Paulo Egenau (psicólogo) o María Eugenia Hofer (socióloga) que 

siempre habían estado relacionados con temas de políticas públicas o justicia, a ellos se les 

convocó, pero como personas. Entonces cuando llega el defensor, hace tres años atrás, dice que en 

realidad lo que necesitan es convocar a las Escuelas de Derecho de las universidades para que 

participen. Entonces ellos dos no tenían una ligazón o no representaban a ninguna universidad, 

entonces por lo mismo ellos salen e ingresan otras universidades, en este caso la Universidad de 

Chile y la Universidad de Talca. 

 

5. ¿Cómo se realiza el proceso de llegada o postulación de los casos a Proyecto Inocentes? 

  

El método de contacto va muy de la mano con lo que nosotros hemos creado como canales de 

contacto para las personas. En la página web de Proyecto Inocentes existe una especie de banner, 

un botón, donde la gente puede contar su caso, de hecho, se llama así “cuéntanos tu caso”. Eso 

llega por mail directamente a nosotros, y ahí vemos las historias de las personas. Otra manera de 

ver casos, en el área de comunicaciones revisamos siempre la prensa nacional, y cuando 

encontramos alguna historia que podría ser relevante, también tratamos de contactar a esa 

persona. La prensa es otro camino. Y lo otro también es por medio de los abogados, ya sean 

particulares o de la DPP, que nos envían directamente un caso que a ellos les parezca que tiene 

que ver con un caso de un inocente injustamente preso. Por eso es importante la difusión, porque 

si no se difunden básicamente no te van a llegar casos. 

 

6. ¿Existen procedimientos adicionales o alternativos, distintos a los requisitos formales establecidos, 

que permitan la inclusión de una causa en Proyecto Inocentes? 

 

Los requisitos que tenemos son requisitos formales de postulación que son: absuelto, sobreseído 

por la letra A y B, o una causa que terminó en no perseverar, donde haya existido privación de 

libertad. Formalmente eso es lo que se pide. Pero, para que el caso quede como un caso de Proyecto 

Inocentes, es revisado por el Comité Editorial, donde se busca -además de esta situación formal y 

objetiva- establecer cuál fue el error. 

 

Existe un catálogo de errores, que nosotros decimos que son los errores más comunes, el comité lo 

que hace es decir “ya, esta persona estuvo privada de libertad, fue absuelta, pero ¿Qué error 

existió? ¿La justicia de verdad se equivocó? ¿La prisión preventiva era algo inevitable?”. La 

prisión preventiva no es una sentencia, es una medida cautelar, que tiene fines súper específicos y 

que podría ser válido que se aplicara a una persona, de acuerdo al contexto que tenía el fiscal y el 

juez en ese momento. Si fue bien aplicada, no hay error, no está preso injustamente. Lo que hace 

el comité es remitirse al momento, por eso mismo hay que hacer una ficha donde se dice ¿qué 

antecedentes tenía el juez cuando se pidió la prisión preventiva? y cuando se decretó la prisión 

preventiva ¿Qué hizo la defensa en ese momento? Y, de esa manera, se ve si es que hay o no un 

error. 

 

Porque, por ejemplo, alguien que está acusado de homicidio, y ocurrió ese homicidio el día de 

ayer, hay testigos que dicen “yo vi que esta persona mató a alguien ese día”, lo detienen esa misma 

noche, al otro día llega al tribunal, hay un testigo y hay una persona fallecida ¿qué puede hacer 

ese tribunal?. Existe peligro de fuga, porque la pena del homicidio es alta. Entonces, tengo que 

dejarlo en prisión preventiva, es razonable hacerlo. Pero, luego de eso, supongamos que había una 

grabación, pero el fiscal no la tomó en cuenta, no revisó la grabación. Pasó el tiempo, pasó un año 

y luego revisaron la grabación, la revisó la defensa, y se dio cuenta que, en realidad, se ve que es 
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otra persona la que cometió el homicidio. Ahí hay un error que sería mala conducta de agentes del 

Estado. O sea, ni la policía, ni la fiscalía, se dio cuenta de que había un video que demuestra que 

esta persona no fue.  

 

Ese es el error que tiene que ver el comité, y si se da cuenta de ese error, la prisión preventiva no 

debió haberse aplicado desde el día que se entregó ese video a la policía. El otro tiempo, donde no 

estaba el video, era lo que había hacer, pero desde el video para adelante no debió haberse 

aplicado. Ese es, básicamente, el análisis que hace el comité. 

 

7. ¿Las personas que se adhieren al Proyecto Inocentes tienen la posibilidad de retractarse y desistir 

de su participación? 

 

Sí. De hecho, nosotros hemos fomentado el derecho al olvido. Lo hemos pedido para las personas 

inocentes, entonces, también nosotros lo aplicamos de esa manera. Acá, una persona puede decir 

“mira yo quiero que mi caso aparezca en el sitio web y quiero difusión y todo”, pero si pasa el 

tiempo y la persona dice “ya no quiero estar acá, quiero que oculten mi caso, o que lo 

despubliquen”, nosotros lo hacemos, sin ningún problema.  

 

Hay otros niveles de participación, que tienen que ver con el acceso a los convenios, por ejemplo, 

con el convenio Pro bono para demandar al Estado o con la Corporación de Asistencia Judicial 

(CAJ), hay personas que nos dicen “yo no quiero estar en la página web, pero si quiero que Pro 

bono o la CAJ me siga representando y demandando al Estado” no hay problema, o “quiero 

intentar tener algún trabajo con ayuda del Proyecto B”. Hay niveles. 

 

Nosotros, básicamente, les damos todas las facilidades a las personas para resguardar su intimidad 

y no dañarlos. Lo que buscamos es todo lo contrario. 

 

8. Desde su perspectiva comunicacional, ¿existe alguna medida que presente mayores dificultades 

para las personas al ingresar a Proyecto Inocentes? por ejemplo, la publicación de su rostro.  

 

Es más bien excepcional, nosotros tenemos una ficha de uso de imagen que es un permiso que les 

pedimos que firmen. La mayoría de las personas que manifiestan que quieren estar en Proyecto 

Inocentes no tienen problemas con que aparezca su nombre o su fotografía. Todo lo contrario, nos 

piden hacer contactos con medios de comunicación y quieren que se publicite. Ese cambio es 

posterior, cuando ya se lleva un tiempo puede que ellos te digan “yo quiero que mi imagen ya no 

esté acá, quiero olvidarlo”. Pero como te digo, en general, en principio, no tienen muchos 

problemas. De hecho, como que buscan la iniciativa para eso. Pero si te das cuenta, hay algunos 

casos en la página web que no tienen el nombre y tampoco la fotografía porque probablemente en 

algún momento ellos lo pidieron así. Pero como te digo, en eso nosotros somos bien flexibles. Por 

eso mismo no difundimos tanto el número de casos decimos “más de 70” si tú revisas alguna 

publicación, tratamos últimamente de ser bien genéricos porque no es un número estable el de los 

casos que están publicados en la web. 

 

9. ¿Cómo se financia proyectos inocentes? 

 

Proyectos inocentes no tienen un financiamiento especial, no tienen un presupuesto asociado. Lo 

que tienen son dos personas que trabajan continuamente para eso, que soy yo y Francisca, pero 

que además cumplimos labores para la Unidad de Comunicación en mi caso y ella en el 
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Departamento de Estudios, con otras funciones también. Entonces, como digo, no hay un 

financiamiento específico para proyectos inocentes. 

 

10. ¿Ha sido perjudicial, de alguna forma, no tener financiamiento? 

 

A todo el mundo le gustaría que hubiese un presupuesto específico para realizar actividades de 

Proyecto Inocentes. Hasta ahora, todo lo que se hace en Proyecto Inocentes tiene el presupuesto 

que tiene la DPP, por ejemplo, para comunicaciones si hay que hacer algo del Proyecto Inocentes, 

un logo o pendón, se hace a través de la unidad de comunicaciones de la defensoría. Pero en general 

las entidades públicas no tienen como presupuestos tan específicos para hacer estudios o para 

hacer otras acciones. 

 

Yo no sé si uno puede decir que es perjudicial, pero obviamente siempre sería bueno contar con 

más recursos para poder dedicar quizás más tiempo o hacer más cosas. La realidad es que siempre 

ha sido así, por eso digo que no sé si es perjudicial. Nunca hemos tenido otra realidad. 

 

11. En relación con los convenios suscritos por Proyecto Inocentes, ¿considera que estos han logrado 

cumplir los objetivos propuestos? 

 

Sí, en distintos niveles, yo creo que el más exitoso claramente es Pro bono, no recuerdo la cantidad 

de demandas que se han hecho con ellos, si 6 o 7. Pero claro, un convenio donde se han hecho cosas 

tan difíciles como demandar al Estado, encuentro que efectivamente es muy exitoso. El convenio 

con la Corporación, yo diría que partió bastante bien a pesar de ser algo más o menos reciente, 

derivamos a personas y ya tenemos dos demandas que ya se presentaron. En el caso de Proyecto 

B, se han hecho muchas actividades en conjunto, Proyecto B es para nosotros un buen aliado, 

porque están disponibles, tienen psicólogos expertos que han atendido a nuestros usuarios, quizás 

no buscándoles trabajo, pero sí apoyándolos en otra materia. 

 

12. En la celebración de los 11 años del Proyecto Inocentes se anunció un compromiso para firmar un 

convenio, ¿finalmente se concretó dicho convenio con la UNAB? 

 

Se firmó una carta de intención en el seminario, nosotros ya mandamos un borrador de convenio 

y ellos lo están analizando, básicamente tienen que devolverlo para poder firmarlo, nos dijeron 

que tenían un plazo de revisión superior al mes, porque tienen muchos. 

 

13. ¿Ese convenio, por ejemplo, surge a iniciativa de la universidad o de la institución?  

 

No, en este caso fuimos nosotros, nosotros los buscamos a ellos. Porque cuando se buscan clínicas 

de atención psicológica, hay varias cosas, ventajas y desventajas. La Universidad Andrés Bello 

tiene presencia en tres regiones, la región del Biobío, Valparaíso y Metropolitana, en todas tiene 

clínicas de atención psicológica. Es la única clínica de atención psicológica que tiene derivación a 

psiquiatras.  

 

Hicimos una búsqueda acá, puntualmente con Abigail, que está allá [señala a Abigail] revisamos 

todas las clínicas, todas las escuelas de psicología. Y claro, básicamente te das cuenta de eso, que 

podríamos optar a otra, pero tendría atención solo la región Metropolitana. También vimos otras 

universidades privadas que tienen más sedes regionales, como la de Santo Tomás o la San 

Sebastián, pero no tienen psiquiatría. Y nuestros pacientes continuamente tienen algunos 

problemas más graves, por ejemplo, ideación suicida y se trata con psiquiatras. 
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Nosotros conocemos a nuestros usuarios e históricamente hemos tenido episodios de personas que 

han atentado contra su vida. Lo que hicimos este año de buscar una clínica psicológica no es 

nuevo, yo personalmente lo hice el 2016 y 2017. Tuvimos conversaciones con la Universidad de 

Chile y otras universidades, pero siempre topamos en cosas como estas. Cuando pensamos 

nuevamente en el tema, yo ya tenía más o menos un avance, sabía qué necesitábamos, y por suerte 

esta universidad nos dijo que sí. 

 

14. ¿El equipo mantienen comunicación constante con los integrantes del Proyecto? 

 

Sí, no con todos, pero claro, yo diría que soy el que más se mantiene en contacto con ellos, producto 

de que estoy encargado de la difusión, entonces hay comunicación continua. Yo puntualmente la 

mantengo con personas que están del 2015 en adelante, el Proyecto funcionó dos años antes, pero 

yo no estaba, entonces no conocí mucho a esas personas, pero del 2015 en adelante sí, hay una 

relación continua, y sé que tienen muchas necesidades, que van más allá de la reparación. Deudas, 

trabajo, el tema de atención psicológica, algunos están demandando y no optaron por Pro bono y 

tienen abogados particulares, pero también nos hacen consultas de qué hacer, nos han consultado 

inclusive temas migratorios, me han llamado desde la frontera. Entonces somos básicamente, 

como el único apoyo que tienen, entonces llaman constantemente, escriben constantemente. 

 

15. Además de mantener una comunicación continua, ¿los integrantes del Proyecto participación de 

manera constante en las instancias que ustedes organizan, como seminarios? 

 

Esporádicamente los invitamos, hace dos o tres años de manera más constante, hay personas que 

están acá en Santiago súper disponibles para participar, por ejemplo, Felicinda Palma, Julio 

Lorca, Freddy Orellana y Nardy Rivera que a pesar de vivir en el norte también a veces ha 

viajado. Ellos puntualmente se han transformado como en nuestros representantes o los 

representantes de sí mismos, por así decirlo, de este problema. 

 

Felicinda, que fue indemnizada, ha manifestado que, a pesar de haber sido indemnizada, ella 

quiere también aportar a los que no han sido indemnizados y a que esto se repare. Julio Lorca 

también fue indemnizado, pero él dice “yo no quiero que esto siga pasando y quiero colaborar en 

todo lo que se pueda”.  Ellos dos expusieron sus experiencias en una actividad que hicimos que 

fue muy emotiva, frente al Ministro y a funcionarios del Ministerio de Justicia cuando firmamos 

el convenio con la Corporación.  

 

16. ¿Considera usted que el impacto que han experimentado en su vida tras ingresar a Proyecto 

Inocentes trasciende de una reparación simbólica a su imagen? 

 

Sí, lo de simbólico no me gusta tanto en el sentido de que, la gente cuando habla de algo simbólico 

cree que no es efectivo, lo simbólico es importante tanto como algo que uno podría decir material, 

de hecho, el lenguaje es simbólico, es hecho de signos, significa algo. Entonces la reparación 

simbólica tiene que ver con la reparación comunicacional, yo creo que está bien, pero hay un tema 

ahí de repente quizás de menospreciar el simbolismo.  

 

Yo creo que ellos sí, por lo menos con la relación que uno forma con ellos, uno se da cuenta de que 

Proyecto Inocentes les entrega un desahogo, que se sienten acogidos, escuchados, comprendidos. 

Básicamente cuando uno conversa con ellos, los escucha, les da tiempo, les da acceso a las 

autoridades de gobierno, les da acceso a hablar con la comunidad directamente o a través de un 
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medio de comunicación. Lo que uno está haciendo es devolverles la dignidad que en algún 

momento perdieron al ser tratados como delincuentes y a ser privados de su derecho a circular 

libremente, a dañar su imagen de manera irreparable, quizás a dañarlos económicamente de 

manera muy permanente. Pero por, sobre todo, desde mi punto de vista muy personal, lo que uno 

hace es devolver un trato digno.  

 

17. Usted mencionó que desde 2016 se ha trabajado en generar un convenio con alguna clínica de 

psicología. ¿Existe alguna otra área en la que se haya estado trabajando durante varios años sin 

que aún se haya concretado un convenio? 

 

Siempre lo hemos visto de distintas áreas. La reparación comunicacional, que ha estado desde el 

día uno, que siempre ha tratado de ir variando, porque en el fondo partió llevando las historias a 

los medios de comunicación. Luego visualizamos otros espacios, como los espacios de difusión 

directa a la comunidad, que son charlas, seminarios, y eso lo hacemos a través de los periodistas 

regionales de la Defensoría. Después vimos que era importante estar en redes sociales, entonces 

había que hacer material de difusión ya no impreso, sino que en redes sociales. La parte 

comunicacional siempre va expandiéndose, por así decirlo.  

 

Pero después de conocer la historia, nos damos cuenta de que la persona no tiene trabajo, entonces 

hay un ámbito laboral que hay que tratar de reparar. Después nos damos cuenta de que esa 

persona está mal mentalmente, hay un ámbito también psicológico que hay que reparar. Los 

hechos también traen un daño patrimonial, entonces hay que demandar al Estado. La única parte 

que nos falta ahora sería la parte psicológica, que, de concretarse con la Universidad Andrés Bello 

podríamos lograr satisfacerla. Hoy día, informalmente, te puedo decir que ya la universidad nos 

pidió dos contactos para atender a dos personas, o sea, a pesar de que el convenio no esté firmado, 

quien está a cargo del convenio nos dijo que mientras trabajamos en el convenio, le encantaría 

poder atender a estas dos personas. 

 

B) Entrevista a Mauricio Duce. Entrevista a Mauricio Duce, abogado de la Universidad Diego 

Portales, Magíster en Ciencias Jurídicas Universidad de Standford, profesor Escuela de Gobierno 

Pontificia Universidad Católica de Chile, 11 de noviembre de 2024. 

 

1. ¿Cómo evalúa el uso de prisión preventiva en Chile y su impacto en el sistema de justicia? 

Considerando a su vez, los objetivos de la Reforma Procesal Penal hacia las medidas cautelares.  

 

La reforma explícitamente diseñó una estrategia, del sistema acusatorio frente a la situación que 

ocurrió en el sistema inquisitivo. En el sistema inquisitivo el diseño legal hacía que la prisión 

preventiva fuera una respuesta automática al procesamiento, por tanto, era una resolución 

especial que tenía que dictar el juez del crimen cuando se reunían ciertos antecedentes. Por el 

hecho de estar procesado, el imputado quedaba preso, y, por tanto, por así decirlo, la situación 

normal de una persona -salvo un delito muy pequeños- era que iba a estar en prisión preventiva 

y que aquella persona tenía la carga de acreditar que se daban los supuestos para que le dejaran 

en libertad, eso tenía serios problemas desde por ejemplo para la presunción de inocencia, entre 

otras cosas más.  

 

Al revisar la historia del sistema inquisitivo, la mayoría de las personas estaban en prisión 

preventiva y no presas. Entonces, esto era una situación súper problemática, que explícitamente 

la reforma atacó, cambiando la lógica de regulación, señalando más bien el principio cautelar, esto 

es, la idea de que la prisión preventiva no puede ser una derivación automática, sino que tiene que 
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ser una medida excepcional, justificada por un conjunto de requisitos. Y además rodeó de un 

conjunto de otros elementos de diseño institucional para que estas reglas funcionaran. Ejemplo 

de esto es la separación de las funciones persecutorias, uno de los problemas en el sistema antiguo 

era que el juez era persecutor a la vez, y en cambio ahora se separó el juez del fiscal y, por tanto, 

resuelve la prisión preventiva alguien que no tiene interés en la persecución, que es genuinamente 

independiente e imparcial en el caso. Al igual que otros diseños institucionales donde los asuntos 

se tienen que resolver en audiencia, de manera tal de que se tenga que justificar públicamente y 

en debate. El inicio de la reforma hacía que más o menos tuviéramos un régimen relativamente 

cercano a lo que ocurre en países desarrollados. 

 

Pero en paralelo, se fue desarrollando un proceso de contra reforma, legal por una parte y cultural 

por la otra. Legal, ya que se han realizado un conjunto de reformas legales, a la fecha tenemos, 

desde más o menos el año 2004 hasta ahora nueve reformas legales a la prisión preventiva, todas 

ellas en la línea de endurecer la regulación legal y en alguna medida volver al paradigma anterior, 

eso quiere decir que la prisión preventiva puede ser una consecuencia automática de la existencia 

de un proceso en contra de alguien, al menos en los delitos graves. El legislador no lo puede 

establecer así por razones constitucionales, pero claramente ha forzado legalmente al sistema 

hacer eso. Pero también una reforma cultural, la prisión preventiva se instaló como un parámetro 

de evaluación central de la eficacia del sistema y hoy en día hay una expectativa de uso de prisión 

preventiva enorme, donde si no hay prisión preventiva hay una notoria insatisfacción y crítica, 

ejerciendo prisión al sistema, porque en un caso de alta connotación a un juez se le hace mucho 

más difícil poder resolver a la luz de lo que en estricto rigor técnicamente corresponde en el caso. 

 

Además de estos dos factores que empezaron a generar este retroceso, también tenemos otros 

elementos, como que el sistema nunca fue capaz de construir un sistema de control de las 

alternativas a la prisión preventiva y por tanto lo que tú tienes es, decretar a alguien a prisión 

preventiva o someterlo a una cautelar distinta a la prisión preventiva, con muy poco control en 

la práctica. Y si hay poco control, entonces la alternativa no es tan real y eso tiende a favorecer 

el uso de la prisión preventiva, en la medida en que no ha habido capacidad de ofrecer una 

alternativa robusta de alternativas, se transforma a la prisión preventiva en una primera 

respuesta.  

 

Se ha ido produciendo un deterioro de la calidad de trabajo del sistema, en muy distintas 

perspectivas, como por ejemplo en la calidad de la información que se ocupa para la prisión 

preventiva, la calidad de los debates, la calidad de las decisiones de los jueces, la calidad de las 

decisiones de las cortes de apelaciones, que han favorecido también un uso más intenso de la 

prisión preventiva. Y yo creo que otro factor más reciente, es que, si bien es cierto, todas las 

estadísticas indican que ha habido con el tiempo una disminución de los delitos de mayor 

connotación social, ha habido aumento de algunos delitos muy graves, como los homicidios o 

secuestros, y esos delitos en general establecen mayor probabilidad de prisión preventiva. 

 

Entonces, la respuesta no es tan simple, porque también hay evidencia que muestra que al menos 

un porcentaje del mayor uso de la prisión preventiva tiene que ver con que ha habido un cambio 

en fenómeno criminal y en todos lados del mundo, los delitos de esa naturaleza en general tienden 

a generar mayores prisiones preventivas que un hurto o que un robo por sorpresa. Entonces, si se 

analizan los números, se verá que los resultados se han revertido, estando en una situación todavía 

un poco mejor en algunos indicadores y en otros igual que el sistema inquisitivo.  
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Y donde no estamos mejor es que más o menos ya tenemos la misma tasa de presos en prisión 

preventiva por cada 100.000 habitantes, y por tanto ahí ya retrocedimos. Entonces, lo que 

podemos ver es un retroceso enorme, legal, cultural y de incapacidad del sistema de desarrollar un 

sistema alternativo, o tomar decisiones de calidad. Y eso hace, en mi opinión, que efectivamente 

se esté ocupando más la prisión preventiva de lo que debiéramos. El sistema no está haciendo un 

esfuerzo para que efectivamente sea excepcional, que parte de la reforma legal, también significó 

no solo el endurecimiento de la prisión preventiva, sino que el endurecimiento de las penas en 

ciertas categorías de delitos. Como, por ejemplo: la agenda corta del 2016 con los delitos contra la 

propiedad, las reformas que tuvo la ley de control de armas, fijación de marcos más rígidos penales 

con penas de crimen. Eso también transformó, a jurídicamente a más grave ciertos delitos, y por 

tanto esos delitos tienen mayor probabilidad de prisión preventiva, porque tienen penas que en el 

caso de que sean condenados, no van a ser sustituidas.  

 

2. ¿A qué factores atribuye el aumento de decretos de prisión preventiva en Chile en los últimos años? 

¿Cómo visualiza el rol de los jueces y los principios aplicables en el aumento de prisión preventiva? 

 

Los jueces tienen normas legales contradictorias, lo cierto es que el legislador les ha dictado nueve 

reformas a las normas de prisión preventiva, que los presiona precisamente a ocupar 

automáticamente la medida cautelar. No es que los jueces se estén saltando los principios, si no 

que los jueces están intentando articular una legislación que es contradictoria a esos principios y 

que es reciente. Entonces, yo creo que esto es un problema de la legislación. Es un problema más 

sistémico. El legislador ha facilitado, ha promovido y ha presionado por un mayor uso de la prisión 

preventiva. 

 

3. ¿Considera usted que la prisión preventiva en Chile afecta en mayor cantidad a las personas con 

menos recursos económicos? 

 

Desde una definición político-criminal muy antigua, muy vieja, esto tiene que ver con qué es lo 

que criminalizamos y con qué penas. Entonces, nuestro sistema de justicia penal tiene 

históricamente una muy fuerte criminalización de los delitos contra la propiedad, con penas más 

altas. Los sistemas de justicia criminal trabajan con los sectores más pobres y más vulnerables. 

Esa es su clientela central. Y eso pasa aquí en Chile y en otros lados. Es un elemento más o menos 

estructural. En todos lados del mundo la cárcel está en los pobres. En ningún lado del mundo la 

cárcel está llena de ricos. 

 

4. ¿Influye el uso creciente de la prisión preventiva en la sobrepoblación carcelaria en Chile? 

 

Ha aumentado el número de personas en prisión preventiva, y lo que hay hoy en día es que 

tenemos una sobrepoblación penitenciaria, eso se explica en parte importante, porque estamos 

ocupando mal la prisión preventiva. Pero también porque estamos penando a gente a penas más 

larga, entonces el tiempo de estadía se están alargando y esto tiene que ver con otras cosas, como 

por ejemplo que también se restringió el uso de la libertad condicional, es complejo. El uso que 

estamos haciendo de la prisión preventiva es uno de los factores que explica la sobrepoblación 

penitenciaria, y la sobrepoblación penitenciaria tiene múltiples efectos negativos, no sólo de 

hacinamiento, condiciones mínimas de dignidad, sino que también genera problemas de 

seguridad, problemas internos y externos, problemas con el funcionamiento de gendarmería y la 

capacidad de controlar que es lo que ocurre.  Hoy en día hay mucho mayor cantidad de delitos 

que se cometen, se organizan dentro de la cárcel que lo que había antes. 
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5. En contexto de la reparación, en su texto “La indemnización por privaciones de libertad erróneas: 

una visión desde el Derecho Comparado” usted expone “Mi inclinación personal es por un sistema 

generoso considerando el enorme impacto que tienen las privaciones de libertad erróneas en la vida 

de las personas” ¿A qué se refiere con un sistema más generoso? ¿Qué tipo de reparaciones considera 

en su postura? 

 

Con generoso me refiero a la definición de que es lo que vamos a reparar, la reparación de la gente 

que estuvo en prisión y no fue condenada, considero que la reparación no debe estar sujeta a la 

lógica del error. Creo que es un error que sólo reparemos los casos en que podamos mostrar que la 

prisión preventiva fue errónea, porque la gran mayoría de los casos no va a haber sido errónea. 

Porque el error no es que yo lo deje en prisión preventiva y después fue absuelto eso incluso podría 

ser éxito, pero eso se mide en el momento cuando el juez tomó esta decisión, ¿la información que 

tenía le permitía entrar la prisión preventiva? La mayoría de las veces es que sí porque la 

información que requiere el juez para que decrete la prisión preventiva es preliminar y un estándar 

relativamente bajo, presunciones fundadas de participación, no está pidiendo que tú tienes que 

acreditar más de toda duda razonable.  

 

Esto se ve en la jurisprudencia mayoritaria de la corte suprema, la corte suprema hace ya diez 

años más o menos admite que una persona que haya sido sometida a prisión preventiva, 

potencialmente, pueda obtener reparación, aunque durante una época la jurisprudencia dijo que 

no. La mayoría de los casos la corte los rechaza porque si bien cabe el caso, en teoría no hay un 

error y menos un error injustificadamente erróneo o arbitrario, porque con la información que 

tenía el juez al momento de adoptar la prisión preventiva era razonable darla. Otra cosa es que 

después haya aparecido otra información, si tú vinculas la reparación de la prisión preventiva al 

error, esto siempre es una piedra de tope para reparar a esas personas.  

 

En el derecho comparado particularmente en el derecho europeo, ya se dieron cuenta de este 

problema y se están haciendo cargo, por medio de diversos tipos de remedios. Para que el sistema 

funcione necesitamos la prisión preventiva, pero si ex post nos damos cuenta de que estuvo una 

persona en prisión preventiva y no pudimos hacer nada, sabemos que la prisión preventiva genera 

enormes daños y por tanto lo que corresponde es que le reparemos, no porque hubo un error, el 

título jurídico no es error, podríamos decir que el título jurídico es sacrificio, es daño especial, que 

tenemos que reparar de alguna forma.  

 

En mi opinión, tenemos que ir hacia un modelo más objetivo de responsabilidad o de reparación 

en materia de prisión preventiva y lo que luego se puede discutir son las restricciones, por ejemplo, 

yo no creo que si la persona salió porque acordó una suspensión condicional del procedimiento 

tenga derecho a reparación, creo que, si fue absuelta sí, creo que si se dictó un sobreseimiento 

definitivo por causales a) y b) también, pero no por prescripción. Entonces luego pueden venir 

todas estas limitaciones y también restricciones vinculadas en cuanto al propio comportamiento 

de la persona, y si influyó o no en la prisión preventiva. 

 

Un sistema mucho más generoso porque sale del eje del error, eso es lo que propuse. Desde ese 

punto de vista tiene que ser un sistema mucho más generoso, si lo mantenemos en el error siempre 

va a ser un sistema mínimo.  

 

6. ¿Sería una opción la reparación integral? 
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Otro tema es cómo vas a reparar, esto no es un problema jurídico, es un problema práctico. 

¿Cuánto estas dispuesto a financiar?  lo que hacen los sistemas europeos en general es que 

establecen una tasa, un baremo diario, en términos de reparación pecuniaria, podríamos 

establecer otra forma de reparación. Por de pronto hay un tema de reparación simbólica que 

realiza Proyecto Inocentes que es súper importante ya que el estado chileno simbólicamente no 

reconoce a las personas que les generó daño. 

Deben ser reparaciones buenas, pero tiene una tasa limitada, lo que yo creo es que una persona 

que cree que ha sufrido mucho más daño, tiene otros mecanismos generales de reparación que 

puede eventualmente lograr por el saldo que le queda potencialmente.  

 

Hay otros mecanismos de reparación, por ejemplo, está la acción de indemnización por 

comportamiento injustificadamente erróneo del ministerio público, si hubo problemas porque el 

ministerio público hizo cosas incorrectas, tiene esa regla y es un proceso civil por cuestiones 

extracontractual. Pero yo creo que sería un enorme avance en el caso de chileno avanzar en una 

concepción más objetiva de la indemnización y hay que discutir los bordes de eso, y segundo bueno 

para que sea viable tendría que estar relativamente acotado. La regla del ministerio público, que 

es la que frecuentemente se utiliza, o eventualmente el art. 19 N° 7 de la Constitución, pero es un 

paso previo y de eso por lo menos lo que yo tenía mapeado hasta el 2020 era que 10 casos se habían 

aprobado en 40 años, el problema es el estándar y es que si van por prisión preventiva tiene que 

ser injustificadamente errónea o arbitrario ni siquiera está hablando de error, son muy pocos casos 

en la práctica los que están bajo esa regla. Entonces no es una regla que vaya a rendir mucho.   

 

Siempre va a haber margen de error porque la justicia penal tiene que funcionar, entonces por lo 

mismo creo yo que lo que hay que establecer es que la justicia penal repare los casos de daños que 

genera, y uno de los daños más importante que genera, son las estadías en prisión preventiva. 

 

Finalizando la entrevista el profesor hace un alcance del anterior proceso constitucional, mencionando 

lo siguiente:  

 

Fue interesante el proceso constitucional, porque en el proceso constitucional la primera y 

segunda vuelta tuvo varias cosas bien interesantes de lo que ocurre independiente de la postura 

que uno tenga, en el primer proyecto era un proyecto muy deficitario en muchas cosas, pero en 

esto tenía unas reglas interesantes y en ese proyecto separó la reparación por condenas erróneas 

de la reparación por prisiones preventivas que no concluían con condenas, yo no creo que la 

cláusula haya quedado tan bien redactada, pero me parecía que la orientación era la correcta.  

Pero fue catalogado en un contexto de enorme polarización “como la reparación de los 

delincuentes” y no flotó por eso entre otras. En el segundo proceso constitucional se mantuvo la 

cláusula actual con un pequeño esfuerzo de rebaja del estándar, en vez de justificadamente errónea 

creo que era manifiestamente errónea o arbitraria. 

 

Todavía -incluso en la comunidad jurídica más ilustrada- este es un tema poco conocido y poco 

comprendido, te lo digo porque este debate constitucional me permitió ver esto, gente más o 

menos razonable, que reaccionaba en contra de esta primera cláusula porque no la entendían y 

desconocían el derecho comparado, o sea la reparación es una fórmula común hoy día en derecho 

comparado. Se hacían muchas afirmaciones sobre el costo que podría generar esto y hubo una 

evaluación de costo de esta cláusula que hizo un grupo de economistas produciendo un informe, 

un reporte bien interesante y lo conozco porque me pidieron datos a mí y yo les mencioné 

parámetros con los cuales deberían hacer el cálculo. Suponía un mayor gasto, pero claro un mayor 

gasto que es más o menos acotado por así decirlo, por eso mismo te digo ¿cuánto a reparar? creo 
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que es un tema precisamente que se define más bien en una racionalidad política jurídica. Si 

ampliamos un sistema de reparación bueno hay que ponerle bordes para que genere consenso, 

para que la gente no se espante y sea viable. Entonces yo estoy dispuesto a ponerle todos los 

bordes que quieran, si avanzamos en esta idea, porque avanzar en esta línea es un salto cuántico, 

porque la verdad hoy día no hay derecho a esta reparación.  

 

C) Entrevista a Francisca Eulufi, Encargada Jurídica de Proyecto Inocentes y Abogada de 

Departamento de Estudios y Proyecto de la Defensoría Nacional, 19 de noviembre de 2024.  

 

1. Respecto a uno de los objetivos de Proyecto Inocentes, que busca presentar propuestas de mejoras 

a los operadores del sistema, ¿de qué manera se implementan estas iniciativas y qué mecanismos 

utilizan para llevarlas a cabo?  

 

El fin de pesquisar y detectar en el fondo los errores que comete el sistema y también de presentar 

posibilidades de mejora o recomendaciones a los operadores de Sistema, puede realizarse de 

manera directa, por ejemplo, si es que nos toca ir al Congreso porque hay algún proyecto vinculado 

con los fines de Proyecto Inocentes y que busque entablar algún tipo de reparación a los que 

estuvieron injustamente encarcelados. También puede ser de manera indirecta, por ejemplo, a 

través de seminarios, congresos, conversatorio en los que se invitan autoridades y participan 

distinto organismos de la persecución penal, que también pueden conocer mejor los errores que se 

cometen en los procedimientos e intentar también corregirlos. Eso causa mucho impacto, cuando 

son los mismos operadores del sistema los que en el fondo ven los errores que se pueden haber 

cometido en un caso, eso realmente inspira a la revisión de procesos y a que suban los estándares 

de calidad.  

 

2. Según el segundo objetivo de Proyecto Inocentes, que busca presentar propuestas de mejora a los 

operadores del sistema, ¿de qué manera se implementan estas iniciativas y qué mecanismos 

utilizan para llevarlas a cabo? 

 

La DPP no es un colegislador y no presenta mociones, pero lo que sí se ha hecho en algunas 

ocasiones es que cuando hay proyectos de ley que tienen vinculación con la labor que realiza la 

DPP, se solicita la opinión como organismo técnico. Entonces algún parlamentario invita a la 

DPP, particularmente al Defensor Nacional a exponer en el Congreso su opinión sobre 

determinado proyecto de ley. El Defensor Nacional como tiene varias preocupaciones cuenta con 

un Asesor Legislativo, que actualmente es Leonardo Moreno (integrante del Comité Editorial), 

entonces el primer llamado a hacerse cargo de esa solicitud concreta del proyecto es Leonardo 

Moreno.  Esto ha ocurrido, por ejemplo, con la ley de reincidencia, que fue publicada hace poco y 

en ese caso la DPP a través de su representante participó en casi toda la tramitación 

parlamentaria. Entonces, ahí se emitió una opinión técnica del proyecto.  Y en ese contexto 

también puede ser vinculado con Proyecto Inocentes. Ha habido ciertos proyectos de ley que 

buscan establecer mecanismos de reparación de formas más expeditas, donde también la DPP 

participó, pero eso fue hace bastante tiempo y antes de que yo entrara. Pero en el fondo a eso me 

refiero con este tipo de participación en el debate legislativo, es cuando a la DPP se le invita y se 

hace una opinión técnica del fondo, ya sea, asistiendo para participar en el debate o dependiendo 

igualmente la relevancia que tenga la modificación, se puede enviar también una minuta a los 

parlamentarios, pero siempre es una opinión en el fondo técnica, no es siempre pro defensa. 
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3. En relación con la conformación del equipo de Proyecto Inocentes, ¿quién se encarga de la 

organización del equipo? Además, si una persona desea ser integrante del equipo, ¿existe un 

proceso de postulación o algún mecanismo para hacerlo?  

 

Las decisiones en el fondo de cómo se conforma el equipo, se han tomado más bien por el Defensor 

Nacional cuando decide por retroalimentación de los jefes de unidades y se deciden hacer cambios 

dentro, pero muchos cargos de la Defensoría no son concursables, por así decirlo. Por ejemplo, yo 

no estoy dedicada 100% al Proyecto Inocentes, yo soy parte en el fondo de Defensa General y en 

eso tengo otras funciones además de Proyecto Inocentes.  

 

4. ¿Cuáles son las vías a través de las cuales llegan los casos al Proyecto Inocentes y qué funciones 

realiza usted en relación con la recepción y manejo de esa información?  

 

Los casos los mandan muchas veces los propios defensores públicos, de pronto se comunican 

defensores privados, pero también en la página web hay una sección que dice “cuéntanos tu caso” 

que es un formulario, entonces también hay casos que llegan a través de este formulario o 

derechamente cuando sale un comunicado de prensa que está vinculado con Proyecto Inocentes 

se reactiva esa parte y empieza mucha gente a preguntar, claro, hay personas que preguntan que 

no necesariamente cumplen con los requisitos formales que exige Proyecto Inocentes. Entonces 

parte de mis funciones son desde contestar también esos correos y sus consultas hasta recibir los 

casos, recopilando la información de cada caso y eso implica revisar las resoluciones, audios, armar 

minutas y las fichas de las personas que son las que luego se publican en la página web.  

 

5. Considerando la información requerida para ingresar una causa a Proyecto Inocentes y en 

atención a la protección de datos personales, ¿existe algún tipo de información personal que no se 

proporcione al Comité Editorial? 

 

Al Comité Editorial se les entrega información de las causas como por ejemplo las resoluciones, 

hay informaciones que se tarjan para efectos de custodiar los datos personales, entonces se les 

entrega información general de la causa o transcripciones de ciertas alegaciones que se pudieron 

haber hecho procesalmente, que también son material de discusión en las sesiones. Lo que se 

entrega en el fondo es material a los miembros del Comité y eso luego se destruye para evitar 

difusión de la información. 

 

6. En relación con los convenios suscritos por Proyecto Inocentes, ¿estos también se diseñan 

considerando las necesidades o urgencias específicas de las personas afectadas por las 

imputaciones erróneas? 

 

Hay cosas que la defensoría no puede hacer y para eso mismo tiene que recurrir a terceros, y la 

forma en el fondo de regularizar esa ayuda de terceros, de manera formal, es a través de convenios. 

Y una necesidad vinculada con Proyectos Inocentes, que es como la primera que se da de cierta 

forma, es la demanda de indemnización de perjuicio. La DPP no tiene facultades para representar 

a las personas en procedimientos que no sean penales de la reforma procesal penal. Esta parte tan 

importante que es la reparación, nosotros no la podíamos ofrecer, entonces ¿qué opciones había?, 

sólo decirles a las personas “vaya a buscar a un abogado” o “intente con la corporación”, pero sin 
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convenios se puede perder mucha información y de repente la persona no sabe dónde ir. Entonces, 

claro, para suplir en el fondo esas deficiencias, por decirlo así, es que se generan estos convenios. 

Y al final estas alianzas como público-privado, y entre mismos organismos públicos permite suplir 

esa deficiencia o esos problemas que surgen a propósito de las personas que sean erróneamente 

imputadas, y que necesitan en el fondo reparación. Y que son procedimientos en los que la DPP 

por su ley orgánica, no puede asumir. Nosotros no podemos demandar al Estado, tampoco 

podemos entregarle a la persona reparación psicológica, entonces todo eso se busca lograr a través 

de estos convenios y alianzas. 

 

7. En relación con los convenios de materia intelectual, como las alianzas establecidas con Innocence 

Project de California y Brasil, ¿han desarrollado algún proyecto o colaboración concreta después 

de la firma de estos acuerdos? 

 

Sí, bueno, en esos casos se genera más bien como intercambio de información y de experiencia. En 

el caso de Brasil, ya se realizó un seminario y se espera que para el próximo año se realicen también 

experiencias similares. Con Innocence Project de California se hizo un conversatorio en un 

seminario para intercambiar experiencias. 

 

El Proyecto Inocentes Chile funciona con una lógica que es distinta a los otros Proyectos 

Inocentes del mundo, y eso yo creo que también tiene que ver porque está inserto en la DPP. 

Porque la mayoría de los otros Proyectos Inocentes, como por ejemplo el de Brasil, se trata de 

una iniciativa vinculada a la Universidad de Sao Paulo, donde hay pasantes o estudiantes. Lo que 

buscan es intentar liberar o revertir condenas erróneas. En cuanto a eso, tiene un espíritu bastante 

similar a lo que ocurre con Innocence Project de Estados Unidos.  

 

Proyecto Inocentes Chile, se enfoca mucho en la prisión preventiva y eso se explica porque, 

primero el estándar para la prisión preventiva es mucho más bajo, ello considerando también las 

modificaciones legales, por lo que hay cada vez un mayor rango de personas en prisión preventiva. 

Y que en muchos casos el gran factor determinante es la pena que se arriesga y eso va vinculado 

en el fondo con las modificaciones legales que aumentan penas, que te limitan o te establecen 

marcos rígidos para imponer la pena o te excluyen de la pena sustitutiva que implica un 

cumplimiento efectivo. Y ocurre también que, aunque existan dudas, tiende a imponerse igual la 

prisión preventiva porque la pena que arriesga es alta y el cumplimiento es efectivo. Entonces 

termina ahí habiendo una imposición de la prisión preventiva en medida automática. Entonces 

ese problema es sumamente grande versus lo que pasa con el tema de las condenas erróneas en 

Chile.  Las revisiones que se acogen, por regla general son muy pocas. La gran mayoría están 

vinculadas casi exclusivamente a que hubo una usurpación de identidad y que tenía una condena 

en el fondo el usurpador, y en ese sentido cuando hay noticias de una posible suplantación de 

identidad, la defensoría tiene una orgánica que se hace cargo de esa problemática. La Unidad de 

Corte es la encargada de alegar e interponer el recurso de revisión cuando se tengan los 

antecedentes. 

 

8. ¿Existe algún proceso de evaluación interna en el Proyecto Inocentes para medir su desempeño o 

efectividad? 
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Así como pauta no, pero si hay una revisión crítica del trabajo que se hace y también sobre los 

aspectos que se pueden mejorar, para que en el fondo también pueda propender de mejor manera 

a los fines que se establece y a los fines también propios de la DPP. Es complejo ir estableciendo, 

por ejemplo, metas de ingreso de causas por año, porque no es algo que dependa ni de la difusión, 

ni de lo rápido que armes las fichas o que cites al Comité Editorial. Sino que también depende de 

que pasen los filtros, que realiza el propio Comité Editorial y que ha impuesto también por el 

Proyecto Inocentes en cuanto al estándar para que ingresen los casos. Las metas están más bien 

vinculadas en el fondo a difusión, por ejemplo, que se desarrollen jornadas de difusión o ese tipo 

de cosas, más que en el fondo a un número de casos porque es una cuestión incierta. 

 

9. En cuanto a recursos y financiamiento, ¿con qué recursos humanos y financieros cuenta Proyecto 

Inocentes para alcanzar sus objetivos?  

 

Es parte del fondo de la DPP, del presupuesto propio. Como, por ejemplo, para el seminario que 

se hizo en Brasil, ahí tuvo que viajar el defensor nacional. Y no es que hubiese plata 

específicamente para Proyectos Inocentes, sino que se tuvo que ver con el presupuesto general 

que tiene la Defensoría para viáticos. 

 

Entonces, como es parte de eso, no tiene recursos propios asignados, pero, por ejemplo, si hay 

necesidad de una capacitación de algún experto, el Departamento de Estudios y Proyectos tiene 

un presupuesto de capacitación, entonces eso se puede asignar a esa actividad, lo mismo de repente 

en comunicaciones, si en comunicaciones va a hacer una actividad que implica gasto, tienen un 

presupuesto general que pueden designar también a esta actividad. 

 

10. En su opinión como encargada jurídica ¿Cuál debería ser el mayor legado de Proyecto Inocentes 

para el sistema judicial chileno? 

 

Trabajar en un sistema que no cometa errores es una utopía, quienes somos operadores del sistema 

somos personas y como tales estamos sujetos a nuestros sesgos y a nuestros errores. Pero teniendo 

en consideración eso lo primero que busca Proyecto Inocentes es entender que estos errores 

ocurren y que también hay que pesquisarlos, de parte de quien sea, juez, fiscal, defensor, hay que 

levantar un reconocimiento para efectos de que no se vuelvan a cometer. Pero también si el Estado 

se da cuenta que se cometió un error que termino en una privación de libertad de una persona, 

hay que repararlo. Esa dinámica es también un objetivo de Proyecto Inocentes, de que, si bien el 

sistema comete errores y lo debemos aceptar, estos errores deben ser los menos. Y la forma en que 

sean los menos es aprendiéndolos, reparándolos y subiendo el estándar de actuación y si se 

cometen debe haber un deber de reparación y esa reparación debe ser integral. Y también todo lo 

que tiene que ver con el derecho al olvido, que también muchas veces se levanta por Proyecto 

Inocentes que tienen que ver con la reparación a la imagen.  

 

Podemos pensar tal vez, en abstracto, que Proyecto Inocentes de la DPP no hace tanto como 

Innocence Project de Estados Unidos, pero es porque no están los recursos y porque la realidad 

chilena impide hacer un ADN 10 años después porque las pruebas se destruyen.  

 

Pero claro, ¿qué pasaría si es que todos estos casos donde se han cometido estos errores quedan en 

el vacío o en el olvido? Forman parte de un montón de casos, de unas estadísticas malas que 
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simplemente fueron casos sobreseídos definitivamente, absueltos, el sistema nunca se enteraría 

porque no habría registro de que un interviniente pudo haber cometido un error, una 

equivocación. Y si nunca soy consciente de ese error porque nunca registré, nunca recopilé 

finalmente ningún tipo de caso, nunca conté todos estos casos en alguna forma, entonces no 

existen en la práctica. Y si no existen, nunca mejoran, nunca nos preocupamos, esa es parte 

también de la importancia que tiene el Proyecto Inocentes para la Defensoría y también como 

para la voz que se hace.  
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3. Listado de casos analizados en la investigación 

 

N° 
Imputado 

inocente 
Tribunal Delito que se imputó 

Tiempo 

privado de 

libertad 

Recinto penitenciario 

1 
Brian Urrutia 

Luengo 

15º Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Homicidio simple 3 meses C.D.P. Santiago I 

2 
Esteven García 

Arboleda 

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con lesiones 

graves gravísimas y 

Abuso sexual 

12 días 

 
C.D.P. Colina I 

3 

Richard 

Escudero 

Morales 

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con lesiones 

graves gravísimas y 

Abuso sexual 

12 días 

 
C.D.P. Colina I 

4 

Rigoberto 

González 

González 

2° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Violación menor de 14 

años 
213 días C.C.P. Santiago I 

5 
Ana Gómez 

Gallo 

4° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago  

3° Tribunal de 

Juicio Oral en lo 

Penal de Santiago 

Violación menor de 14 

años Abuso sexual 

menor de 14 años 

7 días C.P.F. Santiago 

6 C.S.Z                                           8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Homicidio calificado 15 días C.D.P. Santiago I 

 

7 
Manuel Cortés 

Herrera 

2° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

2° Tribunal de 

Juicio Oral en lo 

Penal de Santiago 

Homicidio simple 
4 meses y 25 

días 
C.D.P. Santiago I 

8 
Bryant Álvarez 

Sánchez 

Juzgado de 

Garantía de 

Punta Arenas  

Homicidio simple 

Lesiones graves 
6 días C.P.P. Punta Arenas 

9 
Sergio Vera 

Solís 

Juzgado de 

Garantía de 

Quellón 

Robo con homicidio 177 días  C.D.P. Castro 

10 
Ely Bencomo 

Hernández 

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación 
101 días C.D.P. Santiago I 

11 
Elizabeth 

Mendoza Pérez 

Juzgado de 

Garantía de 

Valdivia 

Robo con 

intimidación 
78 días  C.D.P. Valdivia 

12 
Luis Ojeda 

Lagos 

Juzgado de 

Garantía de 

Valdivia 

Robo con 

intimidación 
79 días  C.D.P. Valdivia 

13 
Mauricio Pardo 

Vallejos 

11º Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días C.C.P. Santiago I 
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14 J.B.S.                                         

11º Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días C.C.P. Santiago I 

15 R.A.P.                                           

11º Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días 

C.I.P. San Joaquín 

Sur 

16 Y.G.P.                                       

11º Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación 
26 días C.C.P. Santiago I 

17 

Adrián 

Zarricueta 

Toro 

Juzgado de 

Garantía de 

Coquimbo 

Robo con violación 79 días C.C.P. La Serena 

18 

Enzo 

Fernández 

Pedrazzini 

Juzgado de 

Garantía de San 

Fernando 

Robo con violencia 5 días C.C.P. San Fernando 

19 

Abraham 

Tamarín 

Castillo 

Juzgado de 

Garantía de Talca 

Robo con violencia e 

intimidación 
245 días C.C.P. Talca 

20 
Rubén Zúñiga 

Parra 

Juzgado de 

Garantía de Talca 

Robo con violencia e 

intimidación 
245 días C.C.P. Talca 

21 
Cristián 

Vilches Leiva 

Juzgado de 

Garantía de Talca 

Robo con violencia e 

intimidación 
245 días C.C.P. Talca 

22 

Roberto 

Vergara 

Becerra 

Juzgado de 

Garantía de 

Chiguayante 

Robo en lugar 

habitado o destinado 

a la habitación 

35 días C.P. El Manzano 

23 

Eduardo 

Molina 

Martínez 

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Violación mayor de 14 

años 

4 meses y 8 

días 
C.D.P. Santiago I 

24 
Cristián López 

Rocha 

8° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Violación mayor de 14 

años 
5 días C.D.P. Santiago I 

25 S.B.A.C.                                    

Juzgado de 

Garantía de 

Talcahuano 

Violación mayor de 14 

años 
9 días C.D.P. El Manzano 

26 
Julio Carvajal 

Salfate 

Juzgado de 

Garantía de Arica 

Violación mayor de 14 

años  

Abuso sexual 

calificado  

190 días C.P. Arica 

27 
Patricio 

Saldivia Vidal 

Juzgado de 

Garantía de 

Osorno 

Violación menor de 14 

años 

Abuso sexual menor 

de 14 años 

5 meses y 5 

días 
C.C.P. Osorno 

28 
Bernardo Solís 

Labrín 

Juzgado de 

Garantía de Villa 

Alemana 

Abuso sexual menor 

de 14 años 

Sustracción de 

menores 

8 días C.D.P. Limache 

29 

Martín 

Sanhueza 

Mascareño 

Juzgado de 

Garantía de 

Coyhaique 

Maltrato de obra a 

carabineros 

Desórdenes en 

espectáculos públicos 

3 días C.C.P. Coyhaique 

30 

Carlos 

Tranamil 

Barros 

6ª Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación 
4 días C.D.P. Colina I 
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31 

Javier 

Calabacero 

Páez 

Juzgado de 

Garantía de 

Puerto Montt 

Robo con 

intimidación 
9 días C.P. Puerto Montt 

32 
Cristopher Soto 

Salvo 

7° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago    

Robo con 

intimidación         

Porte ilegal de arma 

de fuego Receptación 

9 días  
C.I.P. San Joaquín 

Sur 

33 
Fredy Orellana 

Orellana 

7° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con 

intimidación         

Porte ilegal de arma 

de fuego Receptación 

9 días  
C.I.P. San Joaquín 

Sur 

34 
Bastián 

Campos Vega 

3° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con violencia 5 días  C.D.P. Santiago I 

35 
Jaime Ibáñez 

González 

3° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo con violencia 5 días C.D.P. Santiago I 

36  C.M.C.T                              

Juzgado de 

Garantía de 

Punta Arenas 

Robo con violencia 60 días C.C.P. Punta Arenas 

37 

Matías 

Aguilera 

Riquelme 

Juzgado de 

Garantía de Los 

Ángeles 

Robo con violencia o 

intimidación 
7 días C.D.P. Mulchén 

38 

Francisco 

Molina 

Matamala 

Juzgado de 

Garantía de Los 

Ángeles 

Robo con violencia o 

intimidación 
6 días C.D.P. Mulchén 

39 
Bayron Flores 

Cabello 

14° Juzgado de 

Garantía de 

Santiago 

Robo en lugar 

habitado o destinado 

a la habitación  

Robo con 

intimidación 

1 año y 22 

días 
C.D.P. Santiago I 

40 J.A.L.O                              

Juzgado de 

Garantía de 

Talcahuano 

Robo en lugar no 

habitado 
8 días C.P. Concepción 

41 

Fernando 

Vásquez 

Mamani 

Juzgado de 

Letras y Garantía 

de Pozo Almonte 

Tráfico de drogas 61 días - 

 

 

 

 


